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III. FUNDAMENTACIÓN 

 

La presente consecución del desarrollo del trabajo académico encomendado, 

tiene como primera circunspección, el respeto por las garantías 

constitucionales, como el derecho que tiene todo investigado, a ejercer su 

derecho a la defensa. En el presente caso son tres los sujetos imputados, por 

el delito contra el patrimonio, en la modalidad de robo agravado; asimismo 

se develará la preclusión de actos procesales penales que obedecen al 

debido proceso, como medida de obediencia y respeto a la normatividad 

legal; en el supuesto contrario, ello decantaría en la nulidad del proceso. 

 

El expediente otorgado es llevado a cabo por la vía procedimental de 

“Proceso Común”, el cual fue instaurado con el código adjetivo penal, bajo 

Decreto Legislativo N° 957; del año 2004, el proceso mencionado, a 

diferencia del proceso ordinario, contiene tres fases procesales, iniciando con 

la etapa de investigación preparatoria, seguida por la etapa intermedia y 

concluyendo con el juzgamiento, sin embargo algunos especialistas en la 

materia aseguran que, el proceso común, estaría conformada en realidad por 

cinco fases, disgregando las siguientes, etapa de investigación preliminar, 

etapa de investigación preparatoria, etapa intermedia, etapa de juicio oral y 

la etapa impugnatoria. 

 

En esas líneas, el proceso común, “permite al persecutor de la acción penal 

erigir completamente la investigación del hecho consumado, dirigiendo todas 

las fuerzas inquisidoras, esencialmente las fuerzas policiales”. (Rodríguez, 

2015, p. 232) Por lo cual, resulta más acorde al poder asegurar el fiel 

cumplimiento de las garantías constitucionales, como el debido proceso, y el 

respeto al derecho a la defensa de las partes. 
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IV. OBJETIVOS 

 

Por lo disgregado anteriormente se resalta que el expediente N°2443-2015-

52-1308-JR-PE-01 el cual versa sobre el Delito contra el Patrimonio – Robo 

Agravado, es materia de estudio e investigación con el fin de detectar si se 

cumplió o no con llevar a cabo el respeto de las garantías constitucionales en 

tanto al debido proceso, aunado a ello si se actuó desde el inicio de la 

instauración de la investigación preparatoria, con las diligencias preliminares 

si se respetó el derecho a la defensa de los investigados.  

Por consiguiente, al examinar la sentencia promulgada en primera instancia,  

ABSUELVE a los procesado por el delito contra el patrimonio en la modalidad 

de Daño Agravado; asimismo CONDENA a los sentenciados, Luis Martín 

Gómez Ferrer, Paul José Galiano Trinidad y Marco Antonio Romero Hijar, 

como responsables del delito contra el patrimonio, en la modalidad de robo 

agravado, en concurso ideal con el Delito contra la Administración Pública, 

en la modalidad de Violencia y Resistencia contra la autoridad, en agravio de 

Rudecindo Albino Chávez Torres, Ricardo Jesús Chávez Chávez, Yossemir 

Pérez Loayza y el Estado; en esa misma línea se condena, imponiéndose de 

tal forma una pena privativa de libertad por 20 años Luis Martín Gómez 

Ferrer, Paul José Galiano Trinidad  y de 19 años a Marco Antonio Romero 

Hijar, teniéndose el carácter de efectiva. 

Aunado a ello el concepto de reparación civil por la suma total de S/. 25, 

000.00 mil soles, destinado de la siguiente manera, S/. 12,000.00 (doce mil 

soles) para el agraviado Rudecindo Albino Chávez Torres; S/. 7,000.00 (siete 

mil soles) para el agraviado Ricardo Jesús Chávez Chávez; S/. 5,000.00 

(cinco mil soles) para el agraviado Yossemir Pérez Loayza y S/. 1,000.00 (un 

mil soles) a favor del Estado representado por la Procuraduría Pública del 

Ministerio del Interior; por lo cual considero que, el juzgado penal colegiado, 

debió mantener la propuesta del ministerio público, en tanto a la imputación 

de los delitos, la pena y reparación civil. 
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En ese sentido, la sentencia promulgada por la Sala Penal de Apelaciones y 

Liquidación CONFIRMÓ la sentencia emitida por el colegiado, encontrada en 

la resolución N° 25 de fecha 03/10/2016, en el extremo que el colegiado 

FALLÓ condenando a Luis Martín Gómez Ferrer, Paul José Galiano Trinidad 

y Marco Antonio Romero Hijar como coautores y responsables del delito 

contra el patrimonio - Robo agravado y el delito contra la Administración 

Pública, en la modalidad de Violencia y Resistencia contra la autoridad en 

agravio de Rudecindo Albino Chávez Torres, Ricardo Jesús Chávez Chávez, 

Yossemir Pérez Loayza y el Estado; por lo que, considerado correcto que la 

Sala se pronunciase en tanto a la valoración de los medios probatorios, bajo 

el principio de legalidad, puesto que la defensa técnica de los procesados 

carecía de firmeza normativa y solo alegatos faltos de verificación. 

Por último, el auto de calificación del recurso extraordinario de casación, 

resolvió declarar INADMISIBLE el recurso de casación interpuesto por la 

defensa técnica de los procesados, contra la sentencia de vista con fecha 

15/03/2017, la Sala Penal de Apelaciones y Liquidación de la Corte Superior 

de Justicia de Huara, siendo menester resaltar que la invocación del recurso 

extraordinario fue motivado bajo la pretensión de cuestionar la valoración de 

los medios de probatorios que emitió la Sala Penal, por lo que se precisa que 

la Corte Suprema no es una tercera instancia como para realizar dicha 

valoración, considerando de esta manera que lo pronunciado por el alto 

tribunal supremo, se encuentra acorde a los lineamientos legales.  
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V. INDICADORES DE LOGRO DE LOS OBJETIVOS 

Principio del Debido 

proceso 
Principio de legalidad 

Principio a la motivación 

de las resoluciones 

judiciales 

Intenciones Concreciones Evidencias 

Conforme lo señala el 

Código Penal, desde el 

inicio de la investigación 

preparatoria, se recabó 

todo aquel medio de 

prueba que determinara 

la responsabilidad e 

individualidad de los 

sujetos activos 

Dada la consumación del 

hecho delictuoso, se 

procedió a conducir a los 

agraviados, para que 

puedan manifestar sus 

descargos en la 

investigación iniciada de 

oficio bajo la vía 

procedimental de 

proceso común contra los 

facinerosos asaltantes. 

El representante del 

Ministerio Público, motivó 

debidamente, su 

requerimiento para la el 

pedido de Prisión 

preventiva, señalándose 

correctamente los 

elementos de convicción 

suficiente, contra los 

sujetos investigados. 

Al resultar la 

identificación de los 

mismos tras su posterior 

captura, se procedió 

inmediatamente a su 

detención e inicio a 

pedido del Fiscal de turno 

para la prisión preventiva 

de los actores del delito, 

conforme señala el 

Código Adjetivo Penal. 

Se imputaron tres delitos 

a los tres integrantes del 

asalto a mano armada, 

por lo cual se estableció 

la prognosis de la pena 

para el pedido de la 

prisión preventiva. 

Al sustentarse de forma 

integral el requerimiento 

de prisión preventiva, se 

da paso al siguiente 

estadío procesal penal, 

puesto que, dicho 

pronunciamiento fiscal, 

se sustentó bajo el 

imperio de la persecución 

del delito, respetando los 

principios procesales 

penales. 

De acuerdo a las 

normativas adjetivas 

penales, se cumplió con 

respetar el Derecho a la 

defensa de los 

imputados, conforme se 

señala en  

Y dar lugar a la 

consecución del Debido 

Proceso conforme 

expresa el Art. 139° de la 

Conforme al Auto de 

Enjuiciamiento, se señaló 

la individualización de los 

coautores, la tipificación 

del concurso ideal de 

delito, la reparación civil, 

conforme Resolución N° 

16 de fecha 15/ABR/2016 

Del Juzgado de 

Investigación 

Preparatoria Transitorio 

El Fiscal provincial al 

pronunciarse con el 

requerimiento de 

acusación, 

pertinentemente cumplió 

con los presupuestos 

establecidos, y los 

elementos de convicción 

verificados, fueron 

admitidos en todos sus 

extremos, sirviendo como 

medios de prueba para la 
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Constitución Política del 

Perú. 

debida valoración del 

Juez, quien emitió 

debidamente sentencia 

condenatoria. 

Se cumplió con dar 

fidelidad en la 

Investigación 

Preparatoria, con la 

mayor diligencia por parte 

del persecutor de la 

Acción penal, en conjunto 

de las fuerzas 

pesquisidoras policiales, 

recabando la mayor 

información para la 

investigación. 

Mediante Resolución N° 

1 de fecha 03/MAY/2016 

El Juzgado Penal 

Colegiado cita Audiencia 

de Juicio Oral, conforme 

al cumplimiento de los 

artículos 351°; 352° y 

353° del Código Adjetivo 

Penal. 

La sentencia dada en 

segunda instancia, a 

pedido de apelación por 

la defensa, de los sujetos 

activos, resultó en 

confirmar la sentencia de 

primera instancia, 

debidamente motivada, al 

tenerse por verificados 

los elementos y medios 

de prueba que, ponen de 

manifiesto a los sujetos 

en la enmarcación del 

tipo penal acusatorio.  

Finalmente cumplido los 

plazos, bajo el principio 

de preclusión procesal, 

se respetó con firmeza 

los mismos, otorgándose 

libertad a uno de los 

detenidos una vez 

cumplida su prisión 

preventiva. Sin embargo, 

al ser condenados en los 

días subsecuentes, se 

procedió con su 

inmediata captura, 

restando el tiempo que 

duró la prisión preventiva 

a su condena; 

estableciéndose 

proceder de acuerdo a los 

márgenes de la 

normatividad penal. 

En consecuencia, la 

sentencia de segunda 

instancia, promulgada 

por la sala penal de 

apelaciones y liquidación, 

fue pronunciada, 

conforme al principio de 

legalidad. 

Como también la 

calificación del recurso 

extraordinario de 

casación. 

Finalmente, ante la 

negatoria de la defensa 

de los imputados, se 

solicitan el recurso 

extraordinario de 

casación, deteniéndose 

dicho ejercicio con el Auto 

de Inadmisibilidad, 

debido a que, la Corte 

Suprema fundamentó 

que, su tribunal, no actúa 

en función de valorar los 

medios probatorios, sino 

de observar la correcta 

aplicación de la ley, 

contra el error in 

procedendo y el error in 

iudicando. 
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VI. DESCRIPCIÓN DEL CONTENIDO 

 

 
 

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICAS 
ESCUELA PROFESIONAL DE DERECHO  

   

 
INFORME   

  
A:    DR. LUIS WIGBERTO FERNANDEZ TORRES  

    

  

Jefe de la Unidad de Investigación FDYCP  

De:    DRA. HADA CONSUELO SIFUENTES MINAYA DE CASTILLO  

    

  

Docente Asesor  

Asunto:  Revisión de Informe Final de Trabajo de Suficiencia Profesional  

                                           

Bachiller:  VACELIA ACUÑA TAIPE  

  

Expediente Judicial N° 002443-2015 en Materia PENAL  
  

Fecha:  Lima, 12 de octubre del 2022  
  

    

Tengo el agrado de dirigirme a usted, para hacer de su conocimiento que se ha recibido el 
informe Final de Trabajo de Suficiencia Profesional, presentado por el Bachiller antes 
mencionado, desarrollado dentro del Curso Especial de Titulación.  

  

Se advierte que el referido trabajo académico se adecua a las exigencias para su 
aprobación, tanto en la parte Temática y Metodológica; por consiguiente, en opinión del 
suscrito, tiene la condición de:  APROBADO con NOTA 15 (QUINCE).   

  

En consecuencia, se encuentra apto para ser sustentado ante el Jurado Calificador, para lo 
cual se deberá solicitar día y hora.  
  

  

Atentamente,  
  

  
 

  

  

DRA . HADA CONSUELO SIFUENTES MINAYA DE CASTILLO 
  

DIRECTORA (E)  
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CAPÍTULO I: DERECHO PENAL – ROBO AGRAVADO 

A. HECHOS DE FONDO 

1. IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES 

 

1.1 Ministerio Público (Fiscal de la Investigación Preparatoria) 

El señor fiscal VÍCTOR SAÚL MONTES VEGA, fiscal provincial del 2do 

Despacho de Investigación de la fiscalía Provincial Penal Corporativa 

de Huara, formula ACUSACIÓN, contra LUIS MARTÍN GÓMEZ 

FERRER, PAUL JOSÉ GALIANO TRINDAD Y MARCO ANTONIO 

ROMERO HIJAR, por el Delito contra el Patrimonio, en la modalidad de 

Robo Agravado (Art. 188° tipo base, con el agravante de los incisos 1; 

3 y 4 del Art. 189° Cód. Penal), en agravio de RUDECINDO ALBINO 

CHÁVEZ TORRES Y RICARDO JESÚS CHÁVEZ CHÁVEZ. 

Asimismo, se les imputa a los tres acusados la comisión del delito contra 

el Patrimonio, en la modalidad de Daño Agravado, (Art. 205° tipo base, 

con la agravante del inciso 3, Art. 206° del Cód. Penal) en agravio del 

MINISTERIO DEL INTERIOR. 

Finalmente se sostiene, acusar a los tres imputados el Delito contra la 

Administración Pública, en la modalidad de Violencia contra la 

Autoridad para impedir el ejercicio de sus funciones, tal disposición 

sustantiva está prevista en el Art. 366° tipo base, con la agravante 

establecida en el numeral 3 del segundo párrafo del Art. 367° del Cód. 

Penal; en agravio del Estado, representado por el Procurador Público 

del Ministerio del Interior y YOSSEMIR PÉREZ LOAYZA. 

Se propone la Pena para los tres imputados de la siguiente manera: 

- LUIS MARTÍN GÓMEZ FERRER, 22 años de Pena Privativa de 

Libertad, por concepto de Robo agravado (20 años); Daño Agravado 

(6 años) y Violencia contra la Autoridad para impedir el ejercicio de 
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sus funciones (12 años). Fijándose por concepto a pagar de 

REPARACIÓN CIVIL, el monto de: S/. 9,000.00 mil soles  

- PAUL JOSÉ GALIANO TRINIDAD, 22 años de Pena Privativa de 

Libertad, por concepto de Robo agravado (20 años); Daño Agravado 

(6 años) y Violencia contra la Autoridad para impedir el ejercicio de 

sus funciones (12 años). Fijándose por concepto a pagar de 

REPARACIÓN CIVIL, el monto de: S/. 9,000.00 mil soles 

- MARCO ANTONIO ROMERO HIJAR, 19 años de Pena Privativa de 

Libertad, por concepto de Robo agravado (20 años); Daño Agravado 

(6 años) y Violencia contra la Autoridad para impedir el ejercicio de 

sus funciones (12 años). Fijándose por concepto a pagar de 

REPARACIÓN CIVIL, el monto de: S/. 9,000.00 mil soles. Se le 

considera con responsabilidad restringida, debido que, al momento 

de la comisión de los delitos, éste tenía 18 años de edad 

Estableciéndose por el Fiscal de la Investigación Preparatoria, otorgar 

los siguientes montos por concepto de Reparación Civil en beneficio de: 

- RUDECINDO ALBINO CHÁVEZ TORRES, S/.12,000.00 soles 

- RICARDO JESÚS CHÁVEZ CHÁVEZ, S/.7,000.00 soles 

- YOSSEMIR PÉREZ LOAYZA S/. 5,000.00 soles 

- MINISTERIO DEL INTERIOR, S/. 3,000.00 soles 

Siendo las 16:15 horas aproximadamente, del día 31 de julio del año 

2015, se encontraban a bordo de su vehículo los agraviados Rudecindo 

Albino Chávez Torres (en adelante Rudecindo Chávez) y su hijo, 

Ricardo Jesús Chávez Chávez, (en adelante Jesús Chávez), frente al 

banco continental de la Av. 28 de Julio de la ciudad de Huacho. Jesús 

Chávez se encontró con su cónyuge Gladys Lidia Espíritu Camones, 

quién le entregó la suma de dinero ascendiente a S/.4,720.00 soles, que 

representaba el pago quincenal para sus trabajadores; por consiguiente, 

ingresaron inmediatamente a la entidad bancaria, para que Rudecindo 

Chávez retirase la cantidad de S/.9,320.00 soles, una vez realizado 
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subieron a bordo de su vehículo, con dirección a su empresa “Pepollos 

SAC”. 

En camino hacia la empresa, se percatan, en la intersección de la Pan. 

Norte con la Av. San Martín del Distrito de Santa María; que venían 

siendo seguidos, por el automóvil de placa N° DOT-402 marca Hyundai, 

de color plomo. Por lo que Rudecindo Chávez llama por teléfono a su 

hija Maribel Chávez Chávez, para que mantuviese abierto el portón de 

la empresa y pudieran ingresar rápidamente, sin embargo al momento 

que la esposa de Rudecindo Chávez (Francisca Chávez Santiago) se 

encontraba cerrando el portón, los facinerosos se estacionaron 

raudamente, descendiendo del  auto que los perseguía los tres 

procesados: Luis Martín Gómez Ferrer, Paul José Galiano Trinidad y 

Marco Antonio Romero Hijar, empujando el portón y realizando disparos 

al aire, amedrentando y procediendo abalanzarse sobre Rudecindo 

Chávez arrebatándole la cantidad de S/.9,320.00 soles y sustrayéndole 

a Jesús Chávez la cantidad de S/.4,720.00. 

Retirándose inmediatamente del lugar a bordo del vehículo en que 

llegaron, con dirección hacia la Av. Libertad. El agraviado Rudecindo 

Chávez, sale del inmueble y avizora a un patrullero policial, dándoles 

aviso inmediato del delito consumado. Iniciándose de esta manera la 

rápida persecución de los acusados más un hombre a bordo no 

identificado quien manejaba el vehículo. 

En el interín de la persecución los delincuentes se estacionan en la Av. 

28 de Julio con la Av. Del Cerro Vispán, descendiendo y disparando 

contra la unidad policial PL 1489; lográndose impactar un proyectil en el 

lado derecho del parabrisas, causando daños al vehículo y el atentado 

contra la vida de los efectivos policiales, los sujetos fugan con dirección 

a los sembríos, y los policías repelen tales disparos, produciéndose de 

esta manera un fuego cruzado, del cual resulta herido el Sub-Oficial de 

tercera PNP Yossemir Pérez Loayza en el talón derecho. 
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Con ayuda de otras unidades policiales, se procede la búsqueda de los 

procesados quienes se encontraban escondidos por los matorrales, 

finalmente son hallados por los efectivos policiales, sin embargo, 

pusieron resistencia contra los mismos, para no ser conducidos a las 

patrullas.   

 

1.1.1 Declaración de los Procesados 

 

- Declaración de Luis Martín Gómez Ferrer; El Procesado 

niega rotundamente, conocer a los otros dos sujetos 

acusados (Paul José Galiano Trinidad y Marco Antonio 

Romero Hijar), en tanto a la imputación que se le da a su 

persona, de la misma manera se refiere negando haber 

cometido aquellos hechos, Manifestando ser inocente. 

 

- Declaración de Paul José Galiano Trinidad; el mismo 

optó por hacer efectivo su derecho a guardar silencio. 

 

- Declaración de Marco Antonio Romero Hijar; El 

Procesado manifiesta y reconoce efectivamente haber 

seguido y sustraído el dinero a los agraviados, procediendo 

a fugar con dirección a la plazuela Luriama en el vehículo de 

color plomo, marca Hyundai con Placa N° DOT402, 

conducido por José, a cinco minutos de cometidos los 

hechos, personal policial los hizo bajar de aquel vehículo, 

apunta de disparos, por ello empezaron a correr con 

dirección a las chacras, luego fue capturado y conducido a la 

base policial; precisando que, el asalto lo cometió en 

compañía, de cinco personas llamados: Juan, José, Lucho y 

Luciana quien no estuvo presente en el lugar.    
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1.1.2 Declaración de los Agraviados 

- Declaración de Rudecindo Albino Chávez Torres; el 

agraviado señala que el día 31 de julio de 2015, se 

encontraba frente al banco continental para retirar la 

cantidad de S/.9,320.00 soles, asimismo su nuera entregó 

a su hijo Jesús Chávez, la cantidad de S/. 4,700.00 soles, 

ambos por concepto de ser el pago quincenal de los 

trabajadores de su empresa “Pepollos” SAC, cuando se 

dirigían a bordo del vehículo de su otro hijo Junior Albino 

Chávez Chávez, manifiesta también que se percataron de 

que estaban siendo seguidos, sin embargo, no le tomó 

importancia, debido a que, aquel carro no tenía lunas 

polarizadas, procedió a llamar a su hija Maribel Chávez 

Chávez, para que estuviese atenta a la llegada de ellos, 

sin embargo, al momento de arrivar el mismo auto que los 

venía persiguiendo; descienden tres sujetos realizando 

disparos al aire   y empujando el portón, logran despojar a 

su persona y a su hijo las cantidades señaladas 

encontrándose los mismos a bordo del vehículo. Fugando 

los delincuentes con dirección a la Plaza de Armas de 

Luriama.  

Luego del hecho del robo, se dirigió al Departamento de 

Investigación Criminal de Huacho y pudo apreciar al sujeto 

que le arrebató el dinero que había retirado y también vio 

al sujeto que le sustrajo a su hijo la cantidad antes 

señalada, y al tercer sujeto que fue parte del robo, sin 

embargo, no pudo apreciar al sujeto que conducía el 

vehículo, afirmando finalmente que pudo apreciar el 

vehículo de color plomo marca Hyundai mas no se percató 

del número de placa.  
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- Declaración de Ricardo Jesús Chávez Chávez; el

 agraviado afirma que el día 31 de julio de 2015,

 aproximadamente a las 16:05 horas, se dirigió al banco

 con su señor padre Rudecindo Chávez, ubicado en la Av.

 28 de julio, llegando al lugar a las 16:14 horas

 aproximadamente, lugar donde se encontró con su esposa

 Gladys Lidia Espíritu Camones, en el frontis del banco

 para entregarle dinero en efectivo la cantidad de

 S/.4,720.00; el cual representa el pago quincenal de los

 trabajadores, para que luego de ello su padre y él

 ingresaran al banco a retirar la otra cantidad de dinero que

 también sería destinado con el mismo fin; permaneciendo

 alrededor de 45 min dentro de la entidad bancaria,

 saliendo abordar el vehículo que le había prestado su

 hermano Jhony Albino Chávez Chávez, con dirección a

 Av. San Martín 1368, Santa María de Huara, en el trayecto

 se percata que un automóvil de color plomo marca

 Hyundai, los venía siguiendo, con cuatro sujetos a bordo. 

  

 Por lo que optó por llamar inmediatamente a su hermana

 Maribel Jesica Chávez Chávez, para que pudiera tener

 abierta la puerta de ingreso al molino y su madre pudiera

 cerrarlo a penas ellos entrasen, sin embargo, cuando su

 madre se encontraba ya cerrando la segunda hoja del

 portón, ingresan repentinamente tres tipos provistos de

 armas de fuego donde se acercaron hacia su persona y

 hacia su padre, mientras que, el tercer sujeto los apuntaba

 desde atrás, amenazándolos de muerte, logrando

 despojarlos de una suma total de S/. 14,800.00 soles,

 correspondiendo S/. 4,700.00 a su persona, S/. 9,3020.00

 de su padre, asimismo un canguro de lana azul con negro
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 que, contenía una licencia de conducir, un DNI y llaves de

 vehículo, luego de consumada la fechoría se dieron a la

 fuga. 

 Su persona salió inmediatamente después que se dieron

 a la fuga los delincuentes, y pudo divisar que el carro

 donde huían se cruzó con patrullero policial, por lo que

 procedió a indicarles lo que acababa de suceder, éstos

 dieron la vuelta y emprendieron la persecución,

 procediendo a describir a los tres sujetos que lo

 agraviaron, asimismo manifestó que solo pudo observar el

 color y marca del vehículo, mas no la placa de rodaje. 

 

- Declaración de Yossemir Pérez Loayza; Manifiesta que

 el día de los hechos se encontraba en servicio, laborando

 desde las 07:00 horas, encontrándose de chofer de la

 UUMM PL 1489, junto con el operador SOT1.PNP Vásquez

 Santos Edgar Humberto, realizando patrullaje en el distrito

 de Santa María, tal día a las 17:10 horas aproximadamente,

 su persona recibe una llamada de base de DEPATMOT, en

 tanto, al asalto que había sido cometido en agravio de un

 Sr. Chávez a quien se le sustrajo la cantidad de S/.

 20,000.00 soles, en el interior de su casa, se brindaba la

 descripción de los presuntos delincuentes, así como la

 descripción del vehículo Hyundai, encontrándose cerca del

 lugar se constituyó a ir, encontrándose frente a frente con

 dicho vehículo, por lo cual giró e inició la persecución,

 siguiéndolos hasta la Campiña por el Cerro Vispán, hasta

 ese momento, los delincuentes realizaron disparos contra

 el vehículo que manejaba el oficial policial, “disparan a

 matar” impactando un proyectil en el parabrisas en la parte

 derecha con dirección al copiloto, sin embargo señala que
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 el parabrisas es antibalas, por lo que no traspasó la bala,

 en aquel momento descienden los tres sujetos continuando

 los disparos y su persona con su compañero repelieron los

 disparos, por lo que se dan a la fuga los delincuentes. En

 conjunto con apoyo policial, es que continúan con la

 persecución, en ese interín, uno de los sujetos, dispara

 contra el cuerpo del efectivo, por lo que en su reacción se

 lanza al suelo y siente el impacto de un proyectil en su talón

 derecho, sin embargo a pesar de ello, continuó repeliendo

 el ataque, procediendo a perseguir a dos de ellos junto con

 su operador, mientras que otros colegas perseguían al otro

 sujeto, finalmente llegan a capturar a los sujetos, y 20

 metros más encuentran al último sujeto quien contestó al

 verlo “Ya perdí tío ya no” quien era que había disparado

 contra su persona, procediendo el efectivo policial a ser

 auxiliado dado que perdía bastante sangre. 

 

 

1.2 Concordancias y contradicciones entre los hechos afirmados por

 las partes 

 1.2.1 Concordancias 

• El Ministerio Público y los acusados, coinciden plenamente, 

haberse encontrado en el lugar de los hechos. 

• Asimismo, condicen haber sido capturados en los sembríos del 

Cerro Vispán. 

• El tercer sujeto imputado Marco Antonio Romero Hijar y el 

Ministerio público, concuerdan que, efectivamente se 

encontraba persiguiendo al agraviado, hasta el inmueble donde 

ingresó junto con los otros investigados, para reducir y quitar el 
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dinero a los agraviados, fugando en un auto de color plomo, 

marca Hyundai, de placa DOT 402. 

• El Procesado y los agraviados concuerdan que, el auto de color 

plomo, marca Hyundai, es el mismo que los interceptó y huyó 

de la escena del delito con el dinero de los agraviados. 

• Por último, coinciden las descripciones físicas y de vestir en lo 

afirmado por parte del Ministerio público con la evidencia de 

actas de descripción de prendas y manifestado por los 

agraviados.    

 1.2.2 Contradicciones 

• El procesado Luis Martín Gómez Ferrer, niega todos los cargos 

que el Ministerio Público le atribuyó como integrante del delito 

contra el patrimonio, robo agravado, asimismo del delito de 

daño agravado y violencia contra la autoridad. 

• El procesado Marco Antonio Romero Hijar, precisa que no 

dispararon contra el patrullero policial, por lo contrario, afirma 

que fueron los efectivos policiales, quiénes iniciaron a disparar 

contra el auto de color plomo, marca Hyundai en donde se 

encontraba con los otros procesados y un sujeto más no 

identificado. 

• Mientras que el Ministerio Público y el efectivo Policial 

agraviado Yossemir Pérez Loayza, manifiestan que, fueron los 

procesados, quienes empezaron a disparar, contra el patrullero. 

 

1.3 Órganos Jurisdiccionales 

 1.3.1 Sentencia del Juez Penal Colegiado 

  Resolución N° 25 Sentencia Condenatoria, Carquín 03/10/2016 

1. FALLA: ABSOLVIENDO a los coacusados LUIS MARTÍN 

GÓMEZ FERRER; PAUL JOSÉ GALIANO TRINIDAD Y 
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MARCO ANTONIO ROMERO HIJAR, como COAUTORES 

del delito contra el patrimonio en la modalidad de DAÑO 

AGRAVADO ilícito sancionado en el artículo 205° (tipo 

base), con la agravante prevista en el numeral 3 del artículo 

206° del Código Penal, en agravio de la Policía Nacional del 

Perú, Yábar Minaya y Cynthia Verónica Jamanca Rojas; en 

consecuencia, DISPONIENDO, la anulación de los 

antecedentes que se hubieren generado en razón a este 

ilícito por el que se absuelve a los coimputados, oficiándose 

a las autoridades competentes con tal finalidad; 

archivándose definitivamente los actuados,  consentida 

y/o ejecutoriada que sea la presente resolución. 

 

2. CONDENANDO a los coacusados LUIS MARTÍN GÓMEZ 

FERRER Y PAUL JOSÉ GALIANO TRINIDAD, como 

COAUTORES del delito contra el Patrimonio en la 

modalidad de ROBO AGRAVADO, ilícito sancionado en el 

artículo 188° (tipo base), con las agravantes previstas en los 

numerales 1, 3 y 4 del primer párrafo del artículo 189° del 

Código Penal (en inmueble habitado, a mano armado, con 

el concurso de dos o más personas), en concurso ideal con 

el delito contra la Administración Pública en la modalidad de 

VIOLENCIA Y RESISTENCIA CONTRA LA AUTORIDAD 

en su forma agravada, ilícito previsto y sancionado como 

tipo base, en el artículo 365° del Código Penal, con la 

agravante establecida en el artículo 367°, segundo párrafo, 

inciso 3 del Código Penal (hecho cometido en agravio de 

efectivos policiales en el ejercicio de sus funciones); delitos 

cometidos en perjuicio de Ricardo Jesús Chávez Chávez, 

Rudecindo Albino Chávez Torres, Yossemir Pérez Loayza y 

el Estado; en consecuencia, se les impone VEINTE AÑOS 
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DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD EFECTIVA cuyo 

cómputo inicia desde su detención ocurrida el día treinta y 

uno (31) de julio del año dos mil quince y vencerá el día 

treinta (30) de julio del año dos mil treinta y cinco. 

 

3. CONDENANDO al COACUSADO Marco Antonio Romero 

Hijar, como coautor del delito contra el Patrimonio en la 

modalidad de ROBO AGRAVADO, ilícito sancionado en el 

artículo 188° (tipo base), con las agravantes previstas en los 

numerales 1, 3 y 4 del primer párrafo del artículo 189° del 

Código Penal (en inmueble habitado, a mano armado, con 

el concurso de dos o más personas), en concurso ideal con 

el delito contra la Administración Pública en la modalidad de 

VIOLENCIA Y RESISTENCIA CONTRA LA AUTORIDAD 

en su forma agravada, ilícito previsto y sancionado como 

tipo base, en el artículo 365° del Código Penal, con la 

agravante establecida en el artículo 367°, segundo párrafo, 

inciso 3 del Código Penal (hecho cometido en agravio de 

efectivos policiales en el ejercicio de sus funciones); delitos 

cometidos en perjuicio de Ricardo Jesús Chávez Chávez, 

Rudecindo Albino Chávez Torres, Yossemir Pérez Loayza y 

el Estado; en consecuencia, se le impone QUINCE AÑOS 

DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD EFECTIVA cuyo 

cómputo se efectuará al momento de su ubicación y captura 

por tratarse de un reo a quien se le varió la prisión preventiva 

por la medida de la comparecencia restrictiva, debiendo 

descontarse el período comprendido desde el 31 de julio de 

2015 hasta el 17 de junio del 2016, tiempo en el cual se ha 

encontrado recluido en el Penal en cumplimiento de un 

mandato de prisión preventiva. 
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4. DISPONIENDO en aplicación del artículo 402.1 del Código 

Procesal Penal la ejecución Provisional de la presente 

sentencia condenatoria; en consecuencia, ordenamos 

cursar los oficios respectivos a las autoridades competentes 

para la ubicación, captura e internamiento en el Centro 

Penitenciario de Carquín, del ahora sentenciado Marco 

Antonio Romero Hijar, oficiándose para su cumplimiento 

bajo responsabilidad funcional. 

 
5. FIJANDO por concepto de reparación civil a favor de la parte 

agraviada, la suma total de S/.25,000.00 (VEINTICINCO 

MIL SOLES), a razón de: S/. 12,000.00 (doce mil soles) para 

el agraviado Rudecindo Albino Chávez Torres; S/. 7,000.00 

(siete mil soles) para el agraviado Ricardo Jesús Chávez 

Chávez; S/. 5,000.00 (cinco mil soles) para el agraviado 

Yossemir Pérez Loayza y S/. 1,000.00 (un mil soles) a favor 

del Estado representado por la Procuraduría Pública del 

Ministerio del Interior; monto dinerario que será cancelado 

por los ahora sentenciados en forma solidaria durante la 

ejecución de la presente sentencia. 

 
6. DISPONIENDO cursar los boletines de condena 

respectivos, ordenándose el registro donde corresponda, 

oficiándose a las autoridades competentes; asimismo, 

remitir los actuados al Juzgado de Investigación 

Preparatoria de origen para la ejecución de la presente 

sentencia; todo ello, una vez consentida y/o ejecutoriada sea 

la presente resolución. 

 
7. OFÍCIESE al director del Establecimiento Penitenciario de 

Carquín, a efectos que tome conocimiento oportuno de la 
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presente decisión expedida en la fecha por este Órgano 

Jurisdiccional Colegiado. 

 
8. CON COSTAS, entregándose copia de la presente 

sentencia en el acto de su lectura integral.   

  

  1.3.1.1 Hechos tomados en cuenta por el Juez Penal 

• El Juzgado Penal Colegiado, tomó en cuenta la 

corroboración de los hechos descritos tanto por 

parte de la fiscalía, como de los agraviados y los 

imputados, logrando que uno de los procesados 

declarase admitir los hechos imputados en su 

contra, en virtud de ello, se tuvo clarificado la 

escena criminal. 

• Tomó en cuenta analizar el caudal probatorio de 

cada uno de los delitos imputados (tres) 

comparando para el delito contra el patrimonio – 

robo agravado, los testimoniales con el registro de 

actas para identificación de los sujetos imputados. 

• Asimismo, toma en cuenta objetivamente la lesión 

proferida por parte de los imputados hacia el sub 

oficial de tercera Yossemir Pérez Loayza, con 

impacto de proyectil en el talón derecho, bajo los 

exámenes periciales realizados el día de ocurrido 

los hechos. 

• Por consiguiente, toma en cuenta la Declaración 

del imputado Marco Antonio Romera Hijar, quien 

abona verosimilitud a lo manifestado por los 

agraviados, al reconocer haber cometido los 
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delitos imputados en su contra junto con los 

coprocesados. 

• Bajo la taxativa norma del Artículo 201° del 

Código Adjetivo Penal, el juzgado colegiado tomó 

en cuenta la declaración oralizada, en tanto a 

corroborarse la sustracción del bien patrimonial, 

como Prueba Idónea de la prexistencia del bien 

sustraído. 

• Por otro lado, en tanto al delito contra el 

patrimonio en la modalidad de Daño agravado, el 

Juzgado Colegiado establece analizar si los 

procesados al momento de disparar contra el 

patrullero, tuvieron la voluntad dolosa de “Dañar 

el vehículo policial” por lo que considera 

inexistente la intencionalidad de los agentes de 

dañar el vehículo, puesto que tales disparos 

fueron realizados en virtud de huir de aquel 

contexto. 

• Por último, en tanto al delito contra la 

Administración Pública- violencia y resistencia 

contra la autoridad, el juzgado penal colegiado 

tomó en cuenta determinar que, los procesados 

dispararon contra los efectivos policiales en 

función de entorpecer sus labores, mediante el 

uso de la violencia mediante armas de fuego. 

 

  1.3.1.2 Hechos no tomados en cuenta por el Juez Penal 

• El juzgado Penal colegiado, optó por no tomar en 

cuenta lo manifestado por la defensa técnica de 

Marco Antonio Romero Hijar, en el extremo de 
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aseverar que la manifestación de su patrocinado 

de auto inculparse fue por haber sido sometido a 

violencia por parte de efectivos policiales, 

desacreditándose tal manifestación al no 

encontrarse bajo la pericia física al procesado, 

ningún traumatismo grave, ni documento alguno 

que pueda corroborar tal hecho. 

• Asimismo, las declaraciones de los familiares de 

los procesados, no fue tomada en cuenta, debido 

a que, las mismas relatan hechos hasta 

momentos antes de la perpetración del delito, 

dejando la viva posibilidad de haberse consumado 

el delito por los mismos procesados. 

 

 1.3.2 Sentencia de la Sala Penal de la Corte Superior  

   Resolución N° 33, Sentencia de Segunda Instancia, Huacho,

   15/03/2017- Corte Superior de Justicia de Huara 

   La Sala Penal de Apelaciones y Liquidación 

   RESUELVEN POR UNANIMIDAD: 

1. CONFIRMAR la Resolución N° 25, de fecha 03/10/2016, 

resolución emitida por el Juzgado Penal Colegiado 

Supraprovincial de Huara, que falla CONDENANDO a los 

coacusados LUIS MARTÍN GÓMEZ FERRER y PAUL 

JOSÉ GALIANO TRINIDAD como coautores del delito de 

Robo Agravado, en concurso ideal con el delito de Violencia 

y Resistencia contra la Autoridad en su forma agravada, en 

agravio de Ricardo Jesús Chávez Chávez y otros; y le 

imponen veinte años de pena privativa de libertad 

efectiva, y CONDENANDO al coacusado MARCO 
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ANTONIO ROMERO HIJAR, como coautor del delito de 

Robo Agravado, en concurso ideal con el delito de Violencia 

y Resistencia contra la Autoridad en su forma agravada, en 

agravio de Ricardo Jesús Chávez Chávez y otros; y le 

impone quince años de pena privativa de libertad 

efectiva, FIJANDO por concepto de reparación civil a favor 

de la parte agraviada, la suma total de S/. 25,000.00 

(VEINTICINCO MIL SOLES), a razón de S/. 12,000.00 (doce 

mil soles) para el agraviado Rudecindo Albino Chávez 

Torres; S/. 7,000.00 (siete mil soles) para el agraviado 

Ricardo Jesús Chávez Chávez; S/. 5,000.00 (cinco mil 

soles) para el agraviado Yossemir Pérez Loayza y S/. 

1,000.00 (un mil soles) a favor del Estado, con lo demás que 

contiene. 

 

2. ORDENAMOS: Que la presente sentencia escrita sea leída 

en su integridad, el día 29/03/2017, a las tres de la tarde, 

lectura que se hará conforme al contenido del rubro V. 

sentencia. 

 

3. Con costas 

 

4. DISPONEMOS: Que, cumplido estos trámites, se devuelvan 

los autos al Juzgado de origen. Notificándose.      

 

  1.3.2.1 Hechos tomados en cuenta por la Sala Penal 

• En tanto al delito contra el patrimonio – robo 

agravado, la sala realizó un análisis exhaustivo 

década hecho argumentado por la defensa 
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técnica desestimándolo, con lo anteriormente 

señalado y pronunciado por el A quo. 

• Se tomó en cuenta el Certificado Médico Legal 

realizado al efectivo policial en calidad de 

agraviado, por proyectil de bala en el talón 

derecho como prueba fehaciente que los 

procesados se encontraban provistos de armas 

de fuego, puesto que la defensa técnica reitera 

que al no haberse hallado en su poder armas de 

fuego no correspondería aplicar la pena por el 

delito contra la administración pública – violencia 

y resistencia contra la autoridad. 

• También se tuvo en consideración refutar lo que 

la defensa técnica de los procesados solicitaba en 

tanto a disminuir la pena de 20 años y 15 años 

respectivamente para sus patrocinados, sin 

embargo, la Sala Penal remarcó que dichas penas 

son de correspondencia según lo señalado en el 

artículo 48°, donde en el concurso ideal de delitos 

se establece el máximo de la pena más grave, 

pudiéndose incrementar la misma en una cuarta 

parte por encima del máximo legal, siempre que 

no supere los 35 años. 

• Finalmente tomó en cuenta resaltar lo ya 

manifestado en la sentencia condenatoria de 

primera instancia, desestimando toda alegación 

por parte de la defensa técnica de los procesados. 

 

  1.3.2.2 Hechos no tomados en cuenta por la Sala Penal 

• Ninguno 
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 1.3.3 Sentencia de la Sala Penal de la Corte Suprema 

  Auto de Calificación del Recurso Extraordinario de Casación.

  Huara, 02/10/2017 

  RESUELVEN DECLARAR:  

  I. INADMISIBLES los recursos de casación interpuestos por la

  defensa técnica de los sentenciados Marco Antonio Romero

  Hijar y Paul José Galiano Trinidad, contra la sentencia de vista

  del 15/03/2017. 

  II. IMPUSIERON a los recurrentes el pago de las costas por la

  tramitación del recurso, las que serán exigidas por el Juez de la

  Investigación Preparatoria, conforme al artículo 506° del Código

  Procesal Penal con conocimiento de la Gerencia General del

  Poder Judicial para los fines de ley. 

  III. MANDARON se notifique a las partes la presente Ejecutoria. 

  IV. ORDENARON que se devuelvan los actuados al Tribunal

  Superior de origen; hágase saber y archívese.   

  1.3.3.1 Hechos tomados en cuenta por la Corte Suprema 

• La Corte Suprema al pronunciar sobre el auto de 

calificación del recurso de casación, decidió que 

es inadmisible lo solicitado por los recurrentes, 

debido a que, la pretensión de los impugnantes se 

sustentó en el indebido cuestionamiento de los 

medios probatorios, que fueron desestimados en 

segunda instancia. 

  1.3.3.2 Hechos no tomados en cuenta por la Corte 

   Suprema 

• Ninguno 
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2. PROBLEMAS 

2.1 Problema Principal o Eje 

 ¿Los procesados Luis Martín Gómez Ferrer, Paul José Galiano Trinidad

 y Marco Antonio Romero Hijar, cometieron el delito contra el patrimonio,

 en la modalidad de Robo Agravado en concurso ideal con el delito

 contra la Administración Pública, en la modalidad de Violencia y

 Resistencia contra la Autoridad en su forma agravada, en agravio de

 Rudecindo Albino Chávez Torres y otros?  

 

2.2 Problemas Colaterales 

 No existen problemas colaterales  

 

2.3 Problemas Secundarios 

a) ¿La conducta de los procesados Luis Martín Gómez Ferrer, Paul 

José Galiano Trinidad y Marco Antonio Romero Hijar, es típica? 

 

b) ¿La conducta de los procesados Luis Martín Gómez Ferrer, Paul 

José Galiano Trinidad y Marco Antonio Romero Hijar, es 

antijurídica? 

 
c) ¿Los procesados Luis Martín Gómez Ferrer, Paul José Galiano 

Trinidad y Marco Antonio Romero Hijar consumaron los delitos

 imputados? 

 
d) ¿Es correcta la pena aplicada a los procesados Luis Martín 

Gómez Ferrer, Paul José Galiano Trinidad y Marco Antonio 

Romero Hijar? 
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3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 

3.1. Normas Legales 

3.1.1 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 

 

Título I:  De la Persona y la Sociedad. 

Capítulo I: Derechos Fundamentales de la Persona. 

  

 Artículo 1°, Defensa de la persona humana. La defensa de la persona

 humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del

 Estado. 

 Artículo 2°, Derechos fundamentales de la persona. Toda persona tiene

 derecho a: 

Inciso 2; A la igualdad ante la Ley. Nadie debe ser discriminado por

 motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición

 económica o de cualquier otra índole. 

  Inciso 23; A la legítima defensa. 

  Inciso 24; A la libertad y a la seguridad personal. En consecuencia:  

Literal e. Toda persona es considerada inocente mientras no se

 haya declarado judicialmente su responsabilidad. 

 

Título IV: De la Estructura del Estado. 

Capítulo VIII: Poder Judicial. 

 

Artículo 139°, Principios de la Administración de Justicia. Son principios

 y derechos de la función jurisdiccional: 

Inciso 3; La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional.

 Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción 

predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los 

previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de 

excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera 
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sea su denominación.  

Inciso   5; La   motivación   escrita   de   las resoluciones judiciales: en 

todas las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con 

mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en 

que se sustentan.  

Inciso 14; Son principios y derechos de la función jurisdiccional. El 

principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado 

del proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por 

escrito de la causa o las razones de su detención. Tiene derecho a 

comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser 

asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier 

autoridad.  

 

3.1.2 CÓDIGO SUSTANTIVO PENAL  

Título Preliminar 

Principios Generales 

 

Artículo II, Principio de Legalidad. Nadie será sancionado por un acto no

 previsto como delito o falta por la ley vigente al momento de su comisión, ni

 sometido a pena o medida de seguridad que no se encuentren establecidas 

en ella.  

Artículo VII, Responsabilidad Penal. La pena requiere de la 

responsabilidad penal del autor. Queda proscrita toda forma de 

responsabilidad objetiva. 

 

Título II: Del Hecho Punible 

Capítulo I: Bases de la Punibilidad 

 

Artículo 11°, Delitos y faltas. Son delitos y faltas las acciones u omisiones

 dolosas o culposas penadas por la ley. 

Capítulo III: Causas que eximen o atenúan la responsabilidad penal 
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Artículo 22°, Responsabilidad restringida por la edad. Podrá reducirse 

prudencialmente la pena señalada para el hecho punible cometido cuando el 

agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún años o más de sesenta 

y cinco años al momento de realizar la infracción, salvo que haya incurrido 

en forma reiterada en los delitos previstos en los artículos 111, tercer párrafo, 

y 124, cuarto párrafo.  

Está excluido el agente integrante de una organización criminal o que haya 

incurrido en delito de violación de la libertad sexual, homicidio calificado, 

homicidio calificado por la condición oficial del agente, feminicidio, sicariato, 

conspiración para el delito de sicariato y ofrecimiento para el delito de 

sicariato, extorsión, secuestro, robo agravado, tráfico ilícito de drogas, 

terrorismo, terrorismo agravado, apología, genocidio, desaparición forzada, 

tortura, atentado contra la seguridad nacional, traición a la Patria u otro delito 

sancionado con pena privativa de libertad no menor de veinticinco años o 

cadena perpetua. 

Capítulo IV: Autoría y Participación  

Artículo 23°, Autoría, autoría mediata y coautoría. El que realiza por

 sí o por medio de otro el hecho punible y los que lo cometan

 conjuntamente serán reprimidos con la pena establecida para esta

 infracción.  

 

Título III: De las Penas 

Capítulo I: Clases de Pena 

 

Artículo 28°, Clases de Pena. Las penas aplicables de conformidad con

 este Código son:  

- Privativa de libertad;  

- Restrictivas de libertad; • Limitativas de derechos; y  
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- Multa.  

 

Sección I: Pena Privativa de Libertad 

Artículo 29°, Duración de la pena privativa de libertad. La pena privativa

 de libertad puede ser temporal o de cadena perpetua. En el primer caso,

 tendrá una duración mínima de dos días y una máxima de treinta y cinco

 años. 

 

Capítulo II: Aplicación de la Pena 

 

Artículo 45°, Presupuestos para fundamentar y determinar la pena. El

 Juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, deberá tener en

 cuenta:  

a. Las carencias sociales que hubiere sufrido el agente;  

b. Su cultura y sus costumbres; y  

c. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella 

dependen.  

 

Artículo 46°, Circunstancias de atenuación y agravación. Constituyen 

circunstancias de atenuación, siempre que no estén previstas 

específicamente para sancionar el delito y no sean elementos 

constitutivos del hecho punible, las siguientes:  

a. La carencia de antecedentes penales;  

b. El obrar por móviles nobles o altruistas;  

c. El obrar en estado de emoción o de temor excusables;  

d. La influencia de apremiantes circunstancias personales o familiares 

en la ejecución de la conducta punible;  

e. Procurar voluntariamente, después de consumado el delito, la 

disminución de sus consecuencias;  

f. Reparar voluntariamente el daño ocasionado o las consecuencias 
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derivadas del peligro generado;  

g. Presentarse voluntariamente a las autoridades después de haber 

cometido la conducta punible, para admitir su responsabilidad;  

h. La edad del imputado en tanto que ella hubiere influido en la conducta 

punible  

Constituyen circunstancias agravantes, siempre que no estén previstas

 específicamente para sancionar el delito y no sean elementos

 constitutivos del hecho punible, las siguientes:  

a. Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a 

actividades de utilidad común o a la satisfacción de necesidades 

básicas de una colectividad; 

b. Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos públicos;  

c. Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o mediante 

precio, recompensa o promesa remuneratoria;  

d. Ejecutar el delito bajo móviles de intolerancia o discriminación de 

cualquier índole;  

e. Emplear en la ejecución de la conducta punible medios de cuyo uso 

pueda resultar peligro común;  

f. Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la 

condición de superioridad sobre la víctima o aprovechando 

circunstancias de tiempo, modo o lugar, que dificulten la defensa del 

ofendido o la identificación del autor o partícipe;  

g. Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta punible, que las 

necesarias para consumar el delito;  

h. Realizar la conducta punible abusando el agente de su cargo, 

posición económica, formación, poder, oficio, profesión o función;  

i. La pluralidad de agentes que intervienen en la ejecución del delito;  

j. Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable;  

k. Cuando la conducta punible es dirigida o cometida total o 

parcialmente desde el interior de un lugar de reclusión por quien está 

privado de su libertad o se encuentra fuera del territorio nacional;  



36 
 

l. Cuando se produce un daño grave al equilibrio de los ecosistemas 

naturales;  

m. Cuando para la realización de la conducta punible se han utilizado 

armas, explosivos o venenos, u otros instrumentos o procedimientos 

de similar eficacia destructiva.  

 

Título VI: De la Reparación Civil y Consecuencias Accesorias 

Capítulo I: Reparación Civil 

Artículo 92°, Reparación civil. La reparación civil se determina

 conjuntamente con la pena y es un derecho de la víctima que debe

 efectivizarse durante el tiempo que dure la condena. El juez garantiza su

 cumplimiento. 

Artículo 93°, Contenido de la reparación civil. La reparación comprende: 

- La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y  

- La indemnización de los daños y perjuicios.  

 

Título V: Delitos contra el Patrimonio 

Capítulo II: Robo  

Artículo 189°, Robo agravado: La pena será no menor de doce ni mayor

 de veinte años si el robo es cometido:  

Inciso 1. En Inmueble habitado 

Inciso 2. A mano armada 

Inciso 4. Con el concurso de dos o más personas.  

La pena será no menor de veinte ni mayor de treinta años si el robo es

 cometido:  

Inciso 1. Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de la

 víctima.   

La pena será de cadena perpetua cuando el agente actúe en calidad de 
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integrante de una organización criminal, o si, como consecuencia del 

hecho, se produce la muerte de la víctima o se le causa lesiones graves 

a su integridad física o mental  

 

3.1.3 Leyes 

ACUERDO PLENARIO Nº6-2006/CJ-116  

Reparación Civil 

Es evidente que conforme al artículo 92º del Código Penal, es doble: “el 

penal y el civil y su satisfacción, más allá del interés de la víctima – que 

no ostenta la titularidad del derecho de penar, pero tiene el derecho a ser 

reparada por los daños y perjuicios que produzca la comisión del delito-, 

debe ser instado por el Ministerio Publico, tal como prevé el artículo 1º de 

su Ley Orgánica.  

  

ACUERDO PLENARIO Nº1-200/CJ-116  

Proporcionalidad de la Pena  

Los estándares de proporcionalidad entre la infracción y la pena que pueden 

utilizar las autoridades designadas son, los siguientes que se disgregan: a) 

trascendencia o posición del interés legítimo tutelado, b) realidad de la lesión 

al bien jurídico tutelado, c) demostración social del hecho realizado (nivel de 

destructividad social del protagonista implicado), d) los diversos métodos de 

la consumación de la conducta criminal, e) el nivel de ejecución del hecho 

punible, f) el nivel de mediación delictiva, g) circunstancias personales del 

sujeto activo (edad, estado mental del agente, obligación penal limitada, nivel 

de escolaridad, periódico versus rutinario), h) la forma de comportarse de la 

persona en cuestión, i) la forma de comportarse del culpable tiempo después. 
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ACUERDO PLENARIO N.º 2-2005/CJ-166 

Requisitos de la redifusión del coacusado, testigo o agraviado  

A causa de las afirmaciones de una parte molesta, en cualquier caso, cuando 

es el principal observador de las vicisitudes, ya que la antigua regla legítima 

testis unus nullus no hace ninguna diferencia, tiene la posición de ser visto 

como prueba sustancial de la acusación y, consecuentemente, posibilidad 

procesal de desestimar la suposición de inocencia del imputado, por mucho 

tiempo que no existan explicaciones evidentes que desacrediten sus casos. 

Las certificaciones de certeza serían las siguientes: 

B. Ausencia de incredibilidad subjetiva. Es decir, que no existan relaciones 

entre agraviado e imputado basadas en odio, resentimientos, enemistad u 

otras que puedan incidir en la parcialidad de la deposición, que por ende le 

nieguen aptitud para generar certeza.  

C. Verosimilitud, que no solo incide en la coherencia y solidez de la propia 

declaración, sino que debe estar rodeada de ciertas corroboraciones 

periféricas, de carácter objetivo que le doten de aptitud probatoria.  

 

D. Persistencia en la incriminación, con las matizaciones que se señalan 

en el literal c) del párrafo anterior.  

 

 

 

 

  



39 
 

3.2. Doctrina  

 

3.2.1 Conceptualización de Robo Agravado 

El delito contra el patrimonio robo agravado se define con 

un acto pluriofensivo contrario a las normas jurídicas 

vigentes reguladas en el código penal peruano en la sección 

de delitos contra el patrimonio. “El robo agravado es el 

apoderamiento ilegalmente de un bien ajeno, para 

aprovecharse de él, sacándolo del sitio donde permanece, 

utilizando la violencia en contra la persona o amenazándola 

con un peligro para integridad física o su vida, pero con las 

agravantes normalizadas que se encuentran adjuntas en el 

Artículo 189 del Código Penal”. (Urquizo, 2010) 

 

3.2.2 Acepción de Tipicidad 

La tipicidad, es el elemento que se encuentra ligado con el 

principio de legalidad, es por tal motivo que toda conducta 

prevista en contra del ordenamiento jurídico, tiene que estar 

tipificado anteriormente. “La tipicidad actúa como indicio de 

la antijuricidad, es por ello que este autor da a entender que 

la tipicidad y la antijuricidad, no son independientes, su 

función es describir la contrariedad del derecho con la 

conducta” (Mayer Ernst, 1901) 

 

  3.2.3 Acepción de Delito 

La acepción más arraigada a lo que es el delito se demarca 

en “aquella acción u omisión voluntaria típica, antijurídica y 

culpable que ejerce o no uno o más sujetos”, en virtud de 

ello, se considera como la conducta atípica que contraviene 

y quebranta cualquier orden normativo penal, realizándolas 

u omitiéndolas con o sin intención. (Beling, 1994, p. 189). 
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  3.2.4 Investigación Preparatoria 

El Ministerio Público es el titular de la acción penal y como 

tal tiene las disposiciones para poder contar con la policía 

nacional del Perú con las diligencias que dan inicio a la 

Investigación preparatoria, en virtud de ello, Rodríguez, et 

al (2012), nos menciona que, la investigación preparatoria, 

es la “inicia con las diligencias de las investigaciones 

preliminares, siendo parte sustancial para la 

individualización de los sujetos incriminados, resaltando el 

apotegma de <tiempo que pasa, es verdad que huye>” 

(p.33) 

 

  3.2.5  Derecho a la Defensa 

Se encuentra bien arraigado el derecho a la defensa con el 

debido proceso, por su parte la Dra. Patricia, nos menciona 

lo siguiente: “es una garantía humana fundamental, puesto 

que es la base sobre la que se instituye el debido proceso, 

admitido para todo tipo de procedimiento, pero 

substancialmente aplicable en el proceso penal, que se 

consiguió por el sincretismo de diferentes clases sociales” 

(Guaicha, 2010, p. 1) 

 

  3.2.6 Delito de Resistencia contra la Autoridad 

El mencionado delito lo hallamos en la disposición 

sustantivo Art. 366, dado el presente caso con el agravante 

numeral 3 del artículo subsecuente. Dícese de aquel acto 

que contraviene a las disposiciones penales lesionando el 

bien jurídico de la administración pública, por lo que se 

sostiene el siguiente concepto: “Es la representación grave 

que embiste, agrede o ataca directamente contra la 

autoridad gubernamental, sean funcionarios o servidores 
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públicos”. (Rojas, 2007, p. 966). 

 

  3.2.7. Determinación de la Pena 

 La determinación de la pena, es la facultad que tienen los

 magistrados para poder imponer los años de pena privativa

 que condenará a un autor del delito, sea bajo las premisas

 de leyes penales, variando de presentarse atenuantes o

 agravantes, puesto que en otras palabras también se le

 define como “la demostración legítima a través de la cual

 la autoridad designada dispone cuanta pena corresponde a

 un sujeto cuya actividad se encuentra subsumida en una

 especie de parte especial” (Peralta, 2008, p.600) 

 

 3.2.8.  Concurso ideal Delito 

 El concurso de Delito sigue las propias normas penales que

 se descifran con una personalidad más unívoca y formal,

 donde existen supuestos establecidos, en función de si se

 produce una manifestación o la mayoría de ellas, que se

 resumen en distinguir una actividad delictuosa. 

“El concurso ideal de delitos se da cuando diferentes 

disposiciones resultan pertinentes a un equivalente hecho 

(…) por ello se plantea que, en un concurso ideal delictivo, 

se producen varios tipos penales, por una misma conducta 

de configuración penal” (García, 2012). 

  

 3.2.9. Disposición Penal 

 Es lo que encontramos, en cada apartado del Código

 sustantivo penal, por lo que representa cualquier afirmación

 que regula y mantiene el nombre de norma para asignar el

 contenido de la disposición y su trascendencia. En este

 sentido, el objeto es el movimiento interpretativo, y la
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 norma, su resultado”. (Guastini, 2008, p. 11) 

 

3.2.10 Delito Daño Agravado 

El delito de Daño agravado es definido conceptualmente en 

nuestro ordenamiento sustantivo penal como: “Aquella 

evidencia maliciosa por parte de los sujetos activos con la 

puesta en peligro contra las personas o la aniquilación de 

los feudos o la desaparición de animales” (Cód Penal. Art. 

206°)  
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3.3 Jurisprudencia 

 

3.3.1 El legislador se ha limitado a considerar, en el inciso 3 del artículo

 189, como agravante particular del delito de robo, perpetrarlo con

 “mano armada” significando que, el sujeto activo muestre "un

 arma" ante la persona en cuestión. Suponiendo que el

 entendimiento de dicho estatuto se hiciera de acuerdo con el

 criterio mencionado anteriormente, entonces, en ese momento,

 no sería imaginable concretarse dicha agravante "a mano

 armada" puesto que, en el supuesto que, el agente portara un

 juguete con forma de arma o simulara portar un arma que es

 en realidad un medio que carece de capacidad ofensiva y sirve a

 otros fines. (Acuerdo Plenario 5-2015/CIJ-116, 02/10/2015). 

 

3.3.2 En dicho Acuerdo Integral se hizo análisis respecto a la 

agravantes del delito de Violencia y resistencia contra la 

autoridad policial, puesto que tal situación amparada en el 

inciso 3 del artículo 367 del código sustantivo penal, muestra, 

aún sin aludir a la forma en que estamos frente a una instancia 

de concurso de pautas penales, puesto que el contexto de la 

consumación de tal delito, así como sus agravantes deben 

obrar de manera "permanente y auxiliar" a la viabilidad de 

diferentes delitos que incluyen tipos de daños causados 

intencionalmente por terceros contra la vida, el bienestar o la 

salud (…). (Acuerdo plenario extraordinario N.º 1-2016/CJ-116, 

01/06/2016) 

 

3.3.3 El delito de robo, en su figura fundamental, se encuentra 

amparado en el artículo 188 del Código Penal y ocurre cuando 

el sujeto se apodera de un bien mueble absoluta o 
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parcialmente, a raíz de haberlo sustraído del ámbito de 

pertenencia del propietario o copropietario, con la utilización de 

la brutalidad contra la persona agraviada o socavándola con 

riesgo grave y apremiante a su vida e integridad física. La 

crueldad que se emplea como método para consumar robos en 

lugar de los hurtos, deben orientarse hacia el apoderamiento 

ilícito para la incautación del objeto o de la oposición de las 

personas que se niegan a ese apoderamiento, por lo tanto, la 

maldad es la razón decisiva la consumación del hecho típico 

apuntando a descartar cualquier obstáculo que frustre su 

ejecución delictuosa. (Recurso de Nulidad N° 1025-2019, 

Madre de Dios, 24/06/2021). 

3.3.4 Debe advertirse que no es necesario para la consumación del

  delito de robo agravado, distinguir quién tomó o quién golpeó;

  a causa de un robo coordinado de al menos dos personas, con

  división de capacidades, todos son responsables de los hechos

  (Recurso de Nulidad N° 405-2021, Junín,06/07/2021) 

3.3.5  En el delito de robo agravado, el derecho a declarar de la parte 

agraviada es de vital importancia, ya que la prueba reconocible 

del sujeto activo del delito se basará en su manifestación 

declaratoria, o más todo, en la descripción de la estructura y 

condiciones en las que se desarrollaron las circunstancias en 

su agravio, salvo pues, que en realidad existen otras pruebas 

sucedáneas (cámaras, grabaciones o testigos) que perennicen 

la realidad de los hechos. (RN. N° 1689-2019, Lima, 

07/06/2021) 

3.3.6 Se encuentra delimitado jurisprudencialmente que, para calibrar

 que se trata de un robo a mano armada, la utilización de un

 elemento que se parece a un arma es suficiente para generar

 mayor temor en la persona en cuestión y disminuir la resistencia
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 al robo. No es importante que se compruebe que es un arma

 genuina y que funciona. La prueba para la acusación es

 suficiente, legítima, viable entre sí y adecuada para desestimar

 el supuesto de inocencia establecido. (RN. 852-2021, Lima Sur,

 07/09/2021) 

3.3.7 En ambas decisiones perseguidas ha habido una mala aplicación

 y comprensión de la norma penal significativa (…) puesto que

 no puede aplicarse la agravante del inciso 3 del artículo 189 en

 la simultaneidad de al menos dos personas, debido a que un

 cómplice, tendría un menor nivel de participación y no tendrían

 dominio de la escena criminal; contrario sensu, esta situación

 inquietante posiblemente se da cuando los demás colitigantes

 tienen el carácter de autores o coautores. (Casación 1150

 2019, Ica, 24/02/2022) 

3.3.8  (…) se considera que el reformado artículo 22 del Código Penal

  debe ser visto como antijurídico, ya que a pesar de que dicha

  regla, en un plano fundamental, podría ser legítima frente a la

  gravedad de las faltas explícitamente en la amortiguación de la

  pena; debe considerarse que la responsabilidad circunscrita

  comprende el resultado en cuanto al desarrollo de los sujetos

  activos que tienen entre dieciocho y veintiún años, evaluación

  para la cual la realidad del delito, no resulta pertinente. 

Inequívocamente, la premisa del riesgo confinado radica, en 

parte, en que el individuo no llega al desarrollo de manera 

inesperada y las personas entre dieciocho y veintiún años no 

son vistas como poseedoras de plena capacidad de obrar 

culpablemente, ya que su ciclo de desarrollo no ha terminado, 

por lo que el límite con respecto a la coerción debe pensarse 

como restringido. 
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Así, asumiendo que el componente significativo es la condición 

de adolescente del perpetrador, no hay legitimación para la 

utilización de esta variable moderadora, puesto que, en el último 

caso; dos individuos desarrollando y consumando el mismo 

delito serían juzgados de forma desigual, uno con la carga de 

un castigo aclimatado a su particular circunstancia individual y 

el otro castigado con una pena desmesurada. (Consulta N° 

10988-2018, Lambayeque 12/03/2021) 

3.3.9 Aquí debemos aludir a la forma en que el derecho a la debida

  motivación de las resoluciones jurídicas es de carácter formal o

  procesal. Alude explícitamente al derecho que tienen los sujetos

  procesales para conocer los criterios jurídicos que han motivado

  los fundamentos resolutorios en tanto a su controversia resuelta

  en un determinado marco jurídico vigente. (Casación N° 1884

  2018, Arequipa, 23/08/2021) 

3.3.10 Sin embargo, no debe entenderse que, se aprecie la normal

  razonabilidad y cualidad rotundamente inquebrantable o que,

  por ejemplo, por razón de una declaración o indicación de los

  datos aportados por el declarante constituyan una verdad  

justificada que en esencia se concede un valor epistémico 

pleno. En estos casos, los componentes característicos son el 

baremo de estimación y la virtualidad probatoria para establecer 

una elección de absolución o condena. (RN 1100-2019, Lima, 

01/09/2020). 
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4. DISCUSIÓN 

a) En correspondencia a la Teoría General del Delito, devendría analizar 

si la conducta de los procesados Luis Martín Gómez Ferrer, Paul José 

Galiano Trinidad y Marco Antonio Romero Hijar, es típica o no, por lo 

que, es pertinente señalar que la conducta es determinada por cuatro 

ítems que nos enmarca la mencionada teoría, teniendo como primer 

ítem la voluntad de los coautores del delito al accionar concorde al tipo 

penal en el artículo 188°, en perjuicio de los agraviados; asimismo como 

segundo ítem se tiene la manifestación de aquella voluntad, 

exteriorizándose con la debida conciencia de lo que los tres procesados 

ejecutaron en contra de los agraviados. Por consiguiente, tal 

manifestación generó un perjudicial resultado, en el presente caso los 

procesados despojaron a los agraviados de sus pertenencias y 

lesionaron a un efectivo policial que los perseguía, con herida de 

proyectil en su talón derecho. Por último, se tiene la relación de 

causalidad entre el hecho típico consumado con los resultados, dado el 

presente caso, los agraviados vieron vulnerados sus bienes jurídicos 

del patrimonio y su integridad física. Encontrándose la eventualidad de 

los hechos adecuados al artículo 189° incisos 1, 3 y 4; asimismo el 

artículo 365° tipo base con la agravante señalada en el segundo párrafo 

inciso 3 del artículo 367°, por lo que la conducta de los procesados sí 

fue típica.  

 

b) Ahora bien, al determinar que la conducta de los procesados fue típica, 

se puede afirmar en ese mismo contexto que aquella conducta también 

fue antijurídica, puesto que, la antijuricidad se determina por la conducta 

del tipo penal con los hechos contrarios a la normativa sustantiva penal, 

infringiendo las disposiciones que he señalado, (Art. 188°- Art. 189° inc. 

1,3 y 4; Art. 365°- Art. 367° 2do párrafo inciso 3) por tales apreciaciones 

analizadas y juzgadas por los magistrados penales es que, 
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fehacientemente se afirma la antijuricidad en la conducta de los 

procesados ya mencionados.  

c) En virtud del análisis de los descargos tanto de los agraviados, del 

ministerio público y por parte de la defensa técnica de los procesados, 

es que, el día 31 de julio del año 2015, día en que se consumaron los 

hechos materia del proceso penal, se puede determinar que, los tres 

procesados actuaron como coautores del delito contra el patrimonio, en 

la modalidad de Robo Agravado, en perjuicio de Rudecindo Chávez y 

Ricardo Chávez, al interceptarlos en su inmueble habitado tras 

perseguirlos desde el momento que salieron del banco, arrebatándoles 

la suma ascendiente a S/. 14,040.00 soles, amedrentándolos con arma 

de fuego, posteriormente al huir del lugar dispararon contra el efectivo 

policial Yossemir Pérez Loayza, quien intentaba repeler los disparos de 

los tres procesados, por evidentes razones comprobadas en el 

trascurso del devenir procesal es que, se confirma que los sujetos 

consumaron los delitos imputados, en todos sus extremos. 

 

d) En consideración por lo descrito explícitamente en el Art. 48° del Código 

sustantivo Penal, es que la pena privativa se determina de acuerdo al 

máximo de la pena más grave, en el presente caso por el delito de Robo 

agravado se tiene que la privativa de libertad será no menor de doce ni 

mayor de 20 años; se establece correctamente la pena de 20 años para 

dos de los tres procesados (Luis Martín Gómez Ferrer y Paul José 

Galiano Trinidad), puesto que, los mismos contaban con antecedentes 

penales; sin embargo con el tercer procesado (Marco Antonio Romero 

Hijar) al ser menor de 21 años y no tener antecedentes penales, es que 

se le redujo un quantum de la pena privativa de libertad teniendo como 

condena 15 años de pena privativa de libertad, aquella valoración es 

correcta y se encuentra respaldada por el ordenamiento sustantivo 

penal, en concordancia a lo dirimido en el Art. 45° del mismo cuerpo 
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legal, pues se establece los presupuestos para fundamentar y 

determinar la pena. 

Finalmente, la Reparación Civil interpuesta por el juez hacia los 

procesados, fue pronunciado acorde a lo que señala el Código Penal 

en los Art. 92° y 93°, no se objeta el monto señalado por la fiscalía salvo 

en el monto fijado hacia el aparato refractario nacional, en virtud de que, 

se absolvió a los sujetos imputados del delito contra el patrimonio, en la 

modalidad de Daño Agravado, considero que, en atención del monto 

despojado por cada agraviado y lo que correspondería por concepto de 

reparación civil, es adecuado debido a que, se le adiciona más de lo 

arrebatado, sin embargo el daño psicológico por parte de la 

consumación de aquel delito, no es apreciable con lo establecido. 

En esa misma línea, respecto del daño causado, lucro cesante, para el 

efectivo policial por el daño infringido contra su integridad física al haber 

recibido el impacto de bala en su tobillo derecho no es de 

correspondencia estimable a solo cinco mil soles, puesto que, dicha 

afectación física le impidió continuar con normalidad sus deberes 

policiales, o trabajos privados que éste pudiera ofrecer en sus días de 

franco, en correspondencia a lo señalado en el Oficio N° 6083-2015-

DIREJESAN-PNP-HNLNS; y Certificado Médico Legal N° 003347-L de 

fecha 01/08/2015, otorgándosele 10 días de incapacidad médico legal, 

teniéndose en cuenta que, pudiera haber resultado en una incapacidad 

para desarrollar demás actividades físicas. 

Asimismo se debe tener en cuenta la cuantificación del “daño moral” 

puesto que, aquel daño emocional sufrido por los agraviados 

despojados de sus pertenencias, mediante violencia y amenazo, 

ocasiona en ellos y las personas que también presenciaron tal hecho, 

un daño irreversible, como padecimientos emocionales, de ansiedad o 

angustia, como bien manifiesta el código sustantivo civil en su artículo 

1984° donde nos precisa que el daño moral debe ser cuantificado e 

indemnizado acorde al menoscabo generado no solo en las víctimas 
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sino también en su familia, en virtud de ello, debiera fijarse, mediante 

pericias psicológicas el padecimiento emocional que tuvieran en aquel 

momento la familia que presenció los hechos, como la esposa e hija de 

Rudecindo Albino Chávez Torres, quienes estuvieron presentes en el 

momento de la comisión penal. Por lo antes descrito debió sumarse por 

concepto de reparación civil, de los agraviados, la afectación del hecho 

hacia sus familiares. 
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5. CONCLUSIONES 

a) Para la determinación de responsabilidad de los procesados, en tanto 

a la consumación o no de los delitos atribuidos en su contra, se tiene 

en concordancia al cuerpo normativo penal, que los mismos, se 

encontraban dentro de la enmarcación de las siguientes disposiciones 

penales; Art. 188° en su tipo base, con las agravantes establecida en 

el artículo 189° inciso 1, 3 y 4; en concurso ideal con el delito tipificado 

en el artículo 365° con la agravante del segundo párrafo inciso 3 del 

artículo 367° Violencia y Resistencia contra la Autoridad. Dado que en 

virtud del análisis del desvalor de la acción y de resultado, debido a 

que, la actitud de los sujetos disociales, va en contra de las buenas 

costumbres, y en función al quebrantamiento de la ley penal, 

teniéndose como desvalor de resultado el despojo del patrimonio de 

loa agraviados y el certificado médico legal, del agraviado policial, por 

impacto de proyectil en aras del atentado contra su vida e integridad 

física, por lo todo lo evidenciado en la preclusión de cada estadío 

procesal penal, se devela que los procesados Luis Martín Gómez 

Ferrer, Paul José Galiano Trinidad y Marco Antonio Romero Hijar, sí 

cometieron los delitos señalados en el exordio de la presente 

conclusión. 

 

b) Dado lo desarrollado en el estadío procesal de primera instancia, el 

Juzgado Penal Colegiado, precisó y motivó debidamente la sentencia 

condenatoria de los procesados Luis Martín Gómez Ferrer, Paul José 

Galiano Trinidad y Marco Antonio Romero Hijar, sin embargo, discrepo 

con aquella consideración que es amparada legalmente, en el código 

sustantivo penal, de reducir hasta un quantum de la pena privativa de 

la libertad para el tercer procesado de nombre Marco Antonio Romero 

Hijar, puesto que al ser mayor de edad, en total capacidad mental y 

noción diferencial del bien y el mal, actuó dolosamente como los otros 

procesados, por lo que considero que, aquella reducción es abismal a 
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diferencia de la dosificación de la pena impuesta para los otros dos 

procesados.  

 

c) La Sala Penal de Apelaciones y Liquidación de la Corte Superior de 

Justicia de Huara, deciden confirmar, la sentencia de primera 

instancia, en virtud que, los hechos alegados por la defensa técnica 

de los procesados carecían de certeza legal, debido a que, todos los 

hechos comprobaron la responsabilidad de los coautores Luis Martín 

Gómez Ferrer, Paul José Galiano Trinidad y Marco Antonio Romero 

Hijar, en lo imputado a los mismos, por concurso ideal de delitos (Art. 

188° en su tipo base, con las agravantes establecida en el artículo 

189° inciso 1, 3 y 4; en concurso ideal con el delito tipificado en el 

artículo 365° con la agravante del segundo párrafo inciso 3 del artículo 

367° Violencia y Resistencia contra la Autoridad) Encontrándome 

conforme con lo señalado por la Sala Penal. 

 
d) La Corte Suprema se pronunció en el auto de calificación del recurso 

extraordinario de casación presentado por la defensa técnica de los 

procesados, declarando inadmisible dicha petición, puesto que, dicho 

recurso extraordinario, no representa una suerte de “tercera instancia”, 

debido a que, los mismos pretendían que se valorasen medios 

probatorios que fueron “indebidamente valorados”, sin embargo al 

paso de análisis y escudriñamiento del expediente, se evidencia 

claramente que, ello es una falacia, puesto que, sí se valoraron y los 

magistrados se pronunciaron motivando debidamente sus 

resoluciones finales. Se precisa finalmente que, la Corte Suprema solo 

admite cuando se cumple con los requisitos exigidos por la misma, 

encontrándome de acuerdo con lo pronunciado por el alto tribunal. 
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B. HECHOS DE FORMA 

1. IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES 

1.1 Investigación Preliminar 

 

• En la presente etapa procesal, se contó la presencia del Ministerio 

Público, se procedió con la debida identificación de los sujetos, así como 

el reconocimiento de los mismos, por parte de los sujetos agraviados, 

aunándose a ello, a recabar las declaraciones de los investigados, así 

como de los agraviados y demás testigos, contándose a proceder con el 

estudio pericial de criminalística y balística, para poder corroborar los 

hechos descritos por los agraviados y demás testigos dando positivo los 

tres procesados en bario plomo y antimonio. 

 

1.2 Etapa de Investigación Preparatoria 

 

• En la presente etapa, se procedió conforme a ley, cumpliéndose con lo 

dispuesto por el Código Penal, y los plazos, dado el caso del procesado 

Marco Antonio Romero Hijar, por una variación de Prisión Preventiva, se 

ejecutó con su liberación, respetándose con el pedido de 9 meses del 

requerimiento de prisión preventiva y el debido proceso.  

 

1.3 Etapa Intermedia 

 

• Se evidencia bajo resolución N° 8, con fecha 17/03/2016, haber faltado 

requisitos de solemnidad, por lo que, se DEVUELVE la carpeta fiscal y el 

Requerimiento de Acusación, en consecuencia, de la Audiencia de 

Control de Acusación, para la SUBSANACIÓN de los requisitos formales 

exigidos en la parte considerativa expuesta. 

• En esa misma línea, mediante Resolución N° 12, con fecha 06/04/2016 

se devuelve la carpeta fiscal y el Requerimiento de Acusación al Ministerio 

Público por no haber detallado plenamente los elementos de convicción 

por cada ilícito que se le imputa a los procesados, teniéndose en cuenta 
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que el persecutor de la acción penal, imputó el concurso ideal de tres 

delitos correspondiente a los delitos contra el Patrimonio, en la modalidad 

de Robo Agravado y Daño Agravado, así como el delito contra la 

Administración Pública, en la modalidad de Violencia y Resistencia contra 

la Autoridad en ejercicio de sus funciones policiales. 

 

 

1.4 Etapa de Juzgamiento 

 

• La teoría esbozada por el Ministerio Público, y lo que proponía como 

pena privativa de libertad y reparación civil, bajo los preceptos legales de 

lesividad y de proporcionalidad, previstos en los artículos del título 

Preliminar del Código Sustantivo PENAL (IV; VIII) y no se condice con la 

pena impuesta en la sentencia condenatoria por parte del Juzgado Penal 

Colegiado, debido a que se reduce la pena, bajo el análisis de los 

atenuantes personales (Art. 45°; 45°-A Y 46°) y la ABSOLUCIÓN de uno 

de los delitos imputados, delito contra el Patrimonio, en la modalidad de 

Daño Agravado. 

 

1.5 Etapa de Impugnación 

 

• El recurso de Apelación no fue debidamente motivado, debido a que, si 

bien se encontraban dentro del plazo legal para invocar el recurso 

ordinario de apelación, el sustento fue carente de respaldo legal, puesto 

que la defensa técnica por parte de Marco Antonio Romero Hijar, 

manifestó que, se le “plantó” arma de fuego y que, al momento de su 

intervención y posterior incautación, éste se le halló un arma de fuego 

falsa (réplica). Sin embargo, tal argumento se desvirtuó por lo que arrojó 

el Informe Pericial de Ingeniería Forense RD N° 6567-6567B/15, dando 

positivo para Bario, Plomo y Antimonio, los procesados. 

 

• En ese mismo sentido el Recurso de Casación no fue debidamente 

invocado por parte de la defensa técnica de los procesados, puesto que, 
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los mismos pretendieron que la Corte Suprema actuara como una 

“tercera instancia” hecho que no es válido, debido a que, el recurso 

extraordinario de casación se invoca únicamente para develar (error in 

procedendo, error in iudicando), la inaplicación de la ley en la 

administración de justicia, no para valorar medios probatorios. 
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2. PROBLEMAS 

 2.1 Problema Principal o Eje 

¿El proceso instaurado contra los procesados, Luis Martín Gómez 

Ferrer, Paul José Galiano Trinidad y Marco Antonio Romero Hijar se 

desplegó acorde a las garantías reguladas en la Constitución Política 

del Perú y conforme al Código Adjetivo Penal? 

 

 2.2 Problemas Colaterales 

No existen problemas colaterales 

 

 2.3 Problemas Secundarios 

a) ¿Los procesados Luis Martín Gómez Ferrer, Paul José Galiano 

Trinidad y Marco Antonio Romero Hijar ejercieron su derecho a 

la defensa? 

 

b) ¿Se dio fiel cumplimiento a los plazos en la Investigación 

Preparatoria y del Juzgamiento tal como lo dispone la normativa 

penal? 

 
 

c) ¿Se efectuaron los requisitos exigidos para dictar el auto de 

prisión preventiva? 

 

d) ¿El Juez y el Ministerio Público cumplieron sus funciones dentro 

de los márgenes legales prestablecidos? 
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3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO  

3.1. Normas Legales  

 

3.1.1 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ  

 

Título IV: DE la Estructura del Estado 

Capítulo VIII: Poder Judicial 

 

Artículo 138º, Administración de Justicia. Control difuso. La potestad de 

administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por el Poder Judicial a 

través de sus órganos jerárquicos con arreglo a la constitución y a las leyes.  

En todo proceso, debe de existir incompatibilidad entre una norma 

constitucional y una norma legal, los jueces prefieren la primera.  

Igualmente, prefieren la norma legal sobre toda otra norma de rango inferior.  

  

Artículo 139º, Principios de la Administración de Justicia. Son principios 

y derechos de la función jurisdiccional: 

Inciso 1; La unidad y exclusividad de la función jurisdiccional. No 

existe ni puede establecerse jurisdicción alguna    

independientemente, con excepción de la militar y la arbitral. No hay 

proceso judicial por comisión o delegación.  

Inciso 2; La independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional. 

Ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante el 

órgano jurisdiccional ni interferir en el ejercicio de sus funciones. 

Tampoco puede dejar sin efecto resoluciones que han pasado en 

autoridad de cosa juzgada, ni contar con procedimientos en trámite, ni 

modificar sentencias ni retardar su ejecución. Estas disposiciones no 

afectan el derecho de gracia ni la facultad de investigación del 

Congreso, cuyo ejercicio no debe, sin embargo, interferir en el 

procedimiento jurisdiccional ni surte efecto jurisdiccional alguno.  

Inciso 3; La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional.  
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Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción 

predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los 

previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de 

excepción ni por comisiones especiales creadas al afecto, cualquiera 

sea su denominación.  

Inciso 4; La publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de 

la ley. Los procesos judiciales por responsabilidad de funcionarios 

públicos, y por los delitos cometidos por medio de la prensa y los que 

se refieren a derechos fundamentales garantizados por la 

Constitución, son siempre públicos.  

Inciso 5; La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas 

las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención 

expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se 

sustentan.  

Inciso 6; La pluralidad de la instancia.  

Inciso 7; La indemnización, en la forma que determine la ley, por los 

errores judiciales en los procesos penales y por las detenciones 

arbitrarias, sin perjuicio de la responsabilidad a que hubiere lugar.  

Inciso 8; El principio de no dejar de administrar justicia por vacío o 

deficiencia de la ley.  

Inciso 9; El principio de inaplicabilidad por analogía de la ley penal y 

de las normas que restrinjan derechos.  

Inciso 10; El principio de no ser penado sin proceso judicial. 

Inciso 11; La aplicación de la ley más favorable al procesado en caso 

de duda o de conflicto entre leyes penales.  

Inciso 12; El principio de no ser condenado en ausencia.  

Inciso 13; La prohibición de revivir proceso fenecidos con resolución 

ejecutoriada. La amnistía, el indulto, el sobreseimiento definitivo y la 

prescripción producen los efectos de cosa juzgada. 

Inciso 14; El principio de no ser privado del derecho de defensa en 

ningún estado de proceso. Toda persona será inmediatamente y por 
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escrito de a causa o razones de su detención. Tiene derecho a 

comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser 

asesorada por este desde que es citada o detenida, por cualquier 

autoridad.  

Inciso 15; El principio de que toda persona debe ser informada, 

inmediatamente y por escrito, de las causas o razones de su 

detención.  

Inciso 16; El principio de la gratuidad de la administración de justicia 

y de la defensa gratuita para las personas de escasos recursos; y, para 

todos, en los casos que la ley señala.  

Inciso 17; La participación popular en el nombramiento y en la 

revocación de magistrados, conforme a ley. 

Inciso 18; La obligación del Poder Ejecutivo de prestar la colaboración 

que en los procesos le sea requerida. 

Inciso 19; La prohibición de ejercer función judicial por quien no ha 

sido nombrado en la forma prevista por la Constitución o la ley. Los 

órganos jurisdiccionales no pueden darle posesión del cargo, bajo 

responsabilidad. 

Inciso 20; El principio del derecho de toda persona de formular 

análisis y críticas de las resoluciones y sentencias judiciales, con las 

limitaciones de ley.  

  

 

3.1.2 CÓDIGO ADJETIVO PENAL 2004 D.L N° 957 NUEVO CÓDIGO PROCESAL 

PENAL  

 

Título Preliminar 

Principios Generales 

 Artículo II, Presunción de inocencia. 

- Toda persona imputada de la comisión de un hecho punible es 

considerada inocente, y debe ser tratada como tal, mientras no se 
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demuestre lo contrario y se haya declarado su responsabilidad mediante 

sentencia firme debidamente motivada. Para estos efectos, se requiere 

de una suficiente actividad probatoria de cargo, obtenida y actuada con 

las debidas garantías procesales. En caso de duda sobre la 

responsabilidad penal debe resolverse a favor del imputado. 

 

- Hasta antes de la sentencia firme, ningún funcionario o autoridad pública 

puede presentar a una persona como culpable o brindar información en 

tal sentido. 

 

Artículo IV, Titular de la acción penal.  

- El Ministerio Público es titular del ejercicio público de la acción penal en 

los delitos y tiene el deber de la carga de la prueba. Asume la conducción 

de la investigación desde su inicio, decidida y proactivamente en defensa 

de la sociedad.  

- El Ministerio Público está obligado a actuar con objetividad, indagando los 

hechos constitutivos de delito, los que determinen y acrediten la 

responsabilidad o inocencia del imputado. Con esta finalidad conduce y 

controla jurídicamente los actos de investigación que realiza la Policía 

Nacional.  

- Los actos de investigación que practica el Ministerio Público o la Policía 

Nacional no tienen carácter jurisdiccional. Cuando fuera indispensable 

una decisión de esta naturaleza la requerirá del órgano jurisdiccional, 

motivando debidamente su petición.  

- El Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones debe tener en cuenta 

la organización administrativa y funcional de la Policía Nacional de 

conformidad con sus leyes y reglamentos.  

 

Título II: La Competencia 

Capítulo II: La Competencia Objetiva y Funcional  
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Artículo 26°, Competencia de la Sala Penal de la Corte Suprema. 

Compete a la Sala Penal de la Corte Suprema: 

Inciso 1; Conocer del recurso de casación interpuesto contra las 

sentencias y autos expedidos en segunda instancia por las Salas 

Penales de las Cortes Superiores, en los casos previstos por la Ley. 

Inciso 2; Conocer del recurso de queja por denegatoria de apelación. 

Inciso 3; Transferir la competencia en los casos previstos por la Ley. 

Inciso 4; Conocer de la acción de revisión. 

Inciso 5; Resolver las cuestiones de competencia previstas en la Ley, 

y entre la jurisdicción ordinaria y la militar. 

Inciso 6; Pedir al Poder Ejecutivo que acceda a la extradición activa y 

emitir resolución consultiva respecto a la procedencia o improcedencia 

de la extradición pasiva. 

Inciso 7; Resolver la recusación planteada contra sus Magistrados. 

Inciso 8; Juzgar en los casos de delitos de función que señala la 

Constitución. 

Inciso 9; Entender de los demás casos que este Código y las Leyes 

determinan. 

 

Artículo 27°, Competencia de las Salas Penales de las Cortes 

Superiores. Compete a las Salas Penales de las Cortes Superiores: 

 

Inciso 1; Conocer del recurso de apelación contra los autos y las 

sentencias en los casos previstos por la Ley, expedidos por los Jueces 

de la Investigación Preparatoria y los Jueces Penales -colegiados o 

unipersonales. 

Inciso 2; Dirimir las contiendas de competencia de los Jueces de la 

Investigación Preparatoria y los Jueces Penales colegiados o 

unipersonales- del mismo o distinto Distrito Judicial, correspondiendo 

conocer y decidir, en este último caso, a la Sala Penal del Distrito 
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Judicial al que pertenezca el Juez que previno. 

Inciso 3; Resolver los incidentes que se promuevan en su instancia. 

Inciso 4; Dictar, a pedido del Fiscal Superior, las medidas limitativas 

de derechos a que hubiere lugar. 

Inciso 5; Conocer del recurso de queja en los casos previstos por la 

Ley. 

Inciso 6; Designar al Vocal menos antiguo de la Sala para que actúe 

como Juez de la Investigación Preparatoria en los casos previstos por 

la Ley, y realizar el juzgamiento en dichos casos. 

Inciso 7; Resolver la recusación planteada contra sus Magistrados. 

Inciso 8; Conocer los demás casos que este Código y las Leyes 

determinen. 

 

Artículo 28°, Competencia material y funcional de los Juzgados Penales. 

 

Inciso 1; Los Juzgados Penales Colegiados, integrados por tres 

jueces, conocerán materialmente de los delitos que tengan señalados 

en la Ley, en su extremo mínimo, una pena privativa de libertad mayor 

de seis años.  

(…) 

Inciso 3; Compete funcionalmente a los Juzgados Penales, 

Unipersonales o Colegiados, lo siguiente: 

- Dirigir la etapa de juzgamiento en los procesos que conforme Ley 

deban conocer; 

- Resolver los incidentes que se promuevan durante el curso del 

juzgamiento; 

- Conocer de los demás casos que este Código y las Leyes 

determinen. 

- Los Juzgados Penales Colegiados, funcionalmente, también 

conocerán de las solicitudes sobre refundición o acumulación de 

penas; 
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Sección IV: El Ministerio Público y los demás Sujetos Procesales 

Título I: El Ministerio Público y la Policía Nacional 

Capítulo I: El Ministerio Público 

 

Artículo 60°, Funciones. El Ministerio Público es el titular del ejercicio de la 

acción penal. Actúa de oficio, a instancia de la víctima, por acción popular o 

por noticia policial.  

El Fiscal conduce desde su inicio la investigación del delito. Con tal propósito 

la Policía Nacional está obligada a cumplir los mandatos del Ministerio 

Público en el ámbito de su función.  

 

Libro segundo: La actividad procesal 

Sección I: Preceptos Generales 

Título I: Las Actuaciones Procesales 

Capítulo VI: La Formación del Expediente Fiscal y Judicial 

 

Artículo 136°, Contenido del Expediente Judicial. Una vez que se dicta el 

auto de citación a juicio, el Juez Penal ordenará formar el respectivo 

Expediente Judicial. En este Expediente se anexarán:  

 

a) Los actuados relativos al ejercicio de la acción penal y de la acción civil 

derivada del delito. 

b) Las actas en que consten las actuaciones objetivas e irreproducibles 

realizadas por la Policía o el Ministerio Público, así como las declaraciones 

del imputado. 

c) Las actas referidas a la actuación de prueba anticipada. 

d) Los informes periciales y los documentos. 

e) Las resoluciones expedidas por el Juez de la Investigación Preparatoria y. 

de ser el caso, los elementos de convicción que las sustentan.  

f) Las resoluciones emitidas durante la etapa intermedia y los documentos, 
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informes y dictámenes periciales que hayan podido recabarse, así como de 

ser el caso de las actuaciones complementarias realizadas por el Ministerio 

Público.  

  

Artículo 137°, Traslados, remisión y resolución sobre la formación del 

expediente judicial. Formado el expediente judicial, se pondrá en Secretaría 

a disposición del Ministerio Público y de los demás sujetos procesales por el 

plazo de cinco días para su revisión, eventual solicitud de copias, simples o 

certificadas, y, en su caso, para instar la incorporación de alguna pieza de las 

contempladas en el artículo anterior o la exclusión de una que no 

corresponda incorporar. De esta última solicitud se correrá traslado a las 

demás partes por igual plazo.  

 

El Juez resolverá, dentro del segundo día de culminado el plazo anterior, 

mediante auto inimpugnable, la solicitud de incorporación o exclusión de 

piezas procesales.  

 

Vencido este trámite, las actuaciones diversas de las previstas en el artículo 

136 serán devueltas al Ministerio Público.  

 

Sección II: La Prueba 

Título I: Preceptos Generales 

 

Artículo 155°, Actividad probatoria. 

Inciso 1; La actividad probatoria en el proceso penal está regulada por 

la Constitución, Ios Tratados aprobados y ratificados por el Perú y por 

este Código. 

Inciso 2; Las pruebas se admiten a solicitud del Ministerio Público o 

de los demás sujetos procesales. El Juez decidirá su admisión 

mediante auto especialmente motivado, y sólo podrá excluir las que 

no sean pertinentes y prohibidas por la Ley. Asimismo, podrá limitar 
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los medios de prueba cuando resulten manifiestamente 

sobreabundantes o de imposible consecución. 

Inciso 3; La Ley establecerá, por excepción, los casos en los cuales 

se admitan pruebas de oficio. 

Inciso 4; Los autos que decidan sobre la admisión de la prueba 

pueden ser objeto de reexamen por el Juez de la causa, previo 

traslado al Ministerio Público y a los demás sujetos procesales. 

Inciso 5; La actuación probatoria se realizará, en todo caso, teniendo 

en cuenta el estado físico y emocional de la víctima. 

 

Artículo 156°, Objeto de prueba 

Inciso 1; Son objeto de prueba los hechos que se refieran a la 

imputación, la punibilidad y la determinación de la pena o medida de 

seguridad, así como los referidos a la responsabilidad civil derivada 

del delito. 

Inciso 2; No son objeto de prueba las máximas de la experiencia, las 

Leyes naturales, la norma jurídica interna vigente, aquello que es 

objeto de cosa juzgada, lo imposible y lo notorio. 

Inciso 3; Las partes podrán acordar que determinada circunstancia no 

necesita ser probada, en cuyo caso se valorará como un hecho 

notorio. El acuerdo se hará constar en el acta. 

 

Artículo 158°, Valoración. 

Inciso 1; En la valoración de la prueba el Juez deberá observar las 

reglas de la lógica, la ciencia y las máximas de la experiencia, y 

expondrá los resultados obtenidos y los criterios adoptados. 

Inciso 2; En los supuestos de testigos de referencia, declaración de 

arrepentidos o colaboradores y situaciones análogas, sólo con otras 

pruebas que corroboren sus testimonios se podrá imponer al imputado 

una medida coercitiva o dictar en su contra sentencia condenatoria. 

Inciso 3; La prueba por indicios requiere: 
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a) Que el indicio esté probado. 

b) Que la inferencia esté basada en las reglas de la lógica, la 

ciencia o la experiencia; 

c) Que cuando se trate de indicios contingentes, éstos sean 

plurales, concordantes y convergentes, así como que no se 

presenten contraindicios consistentes. 

  

Libro Tercero: El Proceso Común 

Sección I: La Investigación Preparatoria 

Título II: La Denuncia y los Actos Iniciales de la Investigación 

Capítulo II: Actos Iniciales de la Investigación 

 

Artículo 329°, Formas de iniciar la investigación.  

 

Inciso 1; El Fiscal inicia los actos de investigación cuando tenga 

conocimiento de la sospecha de la comisión de un hecho que reviste 

los caracteres de delito. Promueve la investigación de oficio o a 

petición de los denunciantes.  

Inciso 2; La inicia de oficio cuando llega a su conocimiento la comisión 

de un delito de persecución pública.  

  

  Artículo 330°, Diligencias Preliminares. 

 

Inciso 1; El Fiscal puede, bajo su dirección, requerir la intervención de 

la Policía o realizar por sí mismo diligencias preliminares de 

investigación para determinar si debe formalizar la Investigación 

Preparatoria. 

Inciso 2; Las Diligencias Preliminares tienen por finalidad inmediata 

realizar los actos urgentes o inaplazables destinados a determinar si 

han tenido lugar los hechos objeto de conocimiento y su delictuosidad, 

así como asegurar los elementos materiales de su comisión, 
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individualizar a las personas involucradas en su comisión, incluyendo 

a los agraviados, y, dentro de los límites de la Ley, asegurarlas 

debidamente. 

Inciso 3; El Fiscal al tener conocimiento de un delito de ejercicio 

público de la acción penal, podrá constituirse inmediatamente en el 

lugar de los hechos con el personal y medios especializados 

necesarios y efectuar un examen con la finalidad de establecer la 

realidad de los hechos y, en su caso, impedir que el delito produzca 

consecuencias ulteriores y que se altere la escena del delito.  

 

Título III: La Investigación Preparatoria 

 

Artículo 336°, Formalización y continuación de la Investigación 

Preparatoria. 

Inciso 1; Si de la denuncia, del Informe Policial o de las Diligencias 

Preliminares que realizó, aparecen indicios reveladores de la 

existencia de un delito, que la acción penal no ha prescrito, que se ha 

individualizado al imputado y que, si fuera el caso, se han satisfecho 

los requisitos de procedibilidad, dispondrá la formalización y la 

continuación de la Investigación Preparatoria.  

Inciso 2; La Disposición de formalización contendrá:  

a) El nombre completo del imputado. 

b) Los hechos y la tipificación específica correspondiente. El 

Fiscal podrá, si fuera el caso, consignar tipificaciones 

alternativas al hecho objeto de investigación, indicando los 

motivos de esa calificación. 

c) El nombre del agraviado, si fuera posible. 

d) Las diligencias que de inmediato deban actuarse.  

 

Inciso 4; El Fiscal, sin perjuicio de su notificación al imputado, dirige 

la comunicación prevista en el artículo 3 de este Código, adjuntando 
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copia de la Disposición de formalización, al Juez de la Investigación 

Preparatoria. 

Inciso 5; El Fiscal, si considera que las diligencias actuadas 

preliminarmente establecen suficientemente la realidad del delito y la 

intervención del imputado en su comisión, podrá formular directamente 

acusación.  

 

Artículo 339°, Efectos de la formalización de la investigación.  

Inciso 1; La formalización de la investigación suspenderá el curso de 

la prescripción de la acción penal.  

Inciso 2; Asimismo, el Fiscal perderá la facultad de archivar la 

investigación sin intervención judicial.  

  

Título II: Acusación 

 

 Artículo 349°, Contenido. 

Inciso 1; La acusación fiscal será debidamente motivada, y contendrá: 

a) Los datos que sirvan para identificar al imputado. 

b) La relación clara y precisa del hecho que se atribuye al 

imputado, con sus circunstancias precedentes, concomitantes 

y posteriores. En caso de contener varios hechos 

independientes, la separación y el detalle de cada uno de ellos; 

c) Los elementos de convicción que fundamenten el 

requerimiento acusatorio. 

d) La participación que se atribuya al imputado. 

e) La relación de las circunstancias modificatorias de la 

responsabilidad penal que concurran. 

f) El artículo de la Ley penal que tipifique el hecho, así como la 

cuantía de la pena que se solicite. 

g) El monto de la reparación civil, los bienes embargados o 

incautados al acusado, o tercero civil, que garantizan su pago y 
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la persona a quien corresponda percibirlo. 

h) Los medios de prueba que ofrezca para su actuación en la 

audiencia. En este caso presentará la lista de testigos y peritos, 

con indicación del nombre y domicilio, y de los puntos sobre los 

que habrán de recaer sus declaraciones o exposiciones. 

Asimismo, hará una reseña de los demás medios de prueba que 

ofrezca.  

Inciso 2; La acusación sólo puede referirse a hechos y personas 

incluidos en la Disposición de formalización de la Investigación 

Preparatoria, aunque se efectuare una distinta calificación jurídica. 

Inciso 3; En la acusación el Ministerio Público podrá señalar, 

alternativa o subsidiariamente, las circunstancias de hecho que 

permitan calificar la conducta del imputado en un tipo penal distinto, 

para el caso de que no resultaren demostrados en el debate los 

elementos que componen su calificación jurídica principal, a fin de 

posibilitar la defensa del imputado.  

Inciso 4; El Fiscal indicará en la acusación las medidas de coerción 

subsistentes dictadas durante la Investigación Preparatoria; y, en su 

caso, podrá solicitar su variación o que se dicten otras según 

corresponda.  

  

 Artículo 404°, Facultad de recurrir 

Inciso 1; Las resoluciones judiciales son impugnables sólo por los 

medios y en los casos expresamente establecidos por la Ley. Los 

recursos impugnatorios se interponen ante el juez que emitió la 

resolución recurrida. 

Inciso 2; El derecho de impugnación corresponde sólo a quien la Ley 

se lo confiere expresamente. Si la Ley no distingue entre los diversos 

sujetos procesales, el derecho corresponde a cualquiera de ellos. 

Inciso 3; El defensor podrá recurrir directamente en favor de su 

patrocinado, quien posteriormente si no está conforme podrá 
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desistirse. El desistimiento requiere autorización expresa de abogado 

defensor. 

Inciso 5; Los sujetos procesales, cuando tengan derecho de recurrir, 

podrán adherirse, antes que el expediente se eleve al Juez que 

corresponda, al recurso interpuesto por cualquiera de ellos, siempre 

que cumpla con las formalidades de interposición. 

  

 Artículo 405°, Formalidades del recurso  

   Inciso 1; Para la admisión del recurso se requiere:  

a) Que sea presentado por quien resulte agraviado por la 

resolución, tenga interés directo y se halle facultado legalmente 

para ello. El Ministerio Público puede recurrir incluso a favor del 

imputado.  

b) Que sea interpuesto por escrito y en el plazo previsto por la 

Ley. También puede ser interpuesto en forma oral, cuando se 

trata de resoluciones expedidas en el curso de la audiencia, en 

cuyo caso el recurso se interpondrá en el mismo acto en que se 

lee la resolución que lo motiva. 

c) Que se precise las partes o puntos de la decisión a los que 

se refiere la impugnación, y se expresen los fundamentos, con 

indicación específica de los fundamentos de hecho y de 

derecho que lo apoyen. El recurso deberá concluir formulando 

una pretensión concreta.  

Inciso 3; Los recursos interpuestos oralmente contra las resoluciones 

finales expedidas en la audiencia se formalizarán por escrito en el 

plazo de cinco días, salvo disposición distinta de la Ley.  

Inciso 4; El Juez que emitió la resolución impugnada, se pronunciará 

sobre la admisión del recurso y notificará su decisión a todas las 

partes, luego de lo cual inmediatamente elevará los actuados al 

órgano jurisdiccional competente. El Juez que deba conocer la 

impugnación, aún de oficio, podrá controlar la admisibilidad del recurso 
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y, en su caso, podrá anular el concesorio.  

 

Libro Cuarto: La Impugnación 

Sección II: Los Recursos 

   Artículo 414°, Plazos 

Inciso 1; Los plazos para la interposición de los recursos, salvo 

disposición legal distinta, son:  

a) Diez días para el recurso de casación.  

b) Cinco días para el recurso de apelación contra sentencias. 

c) Tres días para el recurso de apelación contra autos 

interlocutorios y el recurso de queja.  

d) Dos días para el recurso de reposición  

Inciso 2; El plazo se computará desde el día siguiente a la notificación 

de la resolución.  

 

Sección IV: El Recurso de Apelación 

Título I: Preceptos Generales 

 

  Artículo 419°, Facultades de la Sala Penal Superior 

 

Inciso 1; La apelación atribuye a la Sala Penal Superior, dentro de los 

límites de la pretensión impugnatoria, examinar la resolución recurrida 

tanto en la declaración de hechos cuanto en la aplicación del derecho. 

Inciso 2; El examen de la Sala Penal Superior tiene como propósito 

que la resolución impugnada sea anulada o revocada, total o 

parcialmente. En este último caso, tratándose de sentencias 

absolutorias podrá dictar sentencia condenatoria. 

Inciso 3; Bastan dos votos conformes para absolver el grado. 
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3.1.3 Leyes 

TUO DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL – DECRETO SUPREMO N° 

017-93-JUS  

 

Artículo 1°, Potestad exclusiva de administrar justicia. La potestad de 

administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por el Poder Judicial a 

través de sus órganos jerárquicos con sujeción a la Constitución y a las leyes. 

No existe ni puede instituirse jurisdicción alguna independiente del Poder 

Judicial, con excepción de la arbitral y la militar.  

  

Artículo 2°, Autonomía e independencia del Poder Judicial. El Poder 

Judicial en su ejercicio funcional es autónomo en lo político, administrativo, 

económico, disciplinario e independiente en lo jurisdiccional, con sujeción a 

la Constitución y a la presente ley.  

 

Artículo 4°, Carácter vinculante de las decisiones judiciales. Principios 

de la administración de justicia. Toda persona y autoridad está obligada a 

acatar y dar cumplimiento a las decisiones judiciales o de índole 

administrativa, emanadas de autoridad judicial competente, en sus propios 

términos, sin poder calificar su contenido o sus fundamentos, restringir sus 

efectos o interpretar sus alcances, bajo la responsabilidad civil, penal o 

administrativa que la ley señala.  

Ninguna autoridad, cualquiera sea su rango o denominación, fuera de la 

organización jerárquica del Poder Judicial, puede avocarse al conocimiento 

de causas pendientes ante el órgano jurisdiccional. No se puede dejar sin 

efecto resoluciones judiciales con autoridad de cosa juzgada, ni modificar su 

contenido, ni retardar su ejecución, ni cortar procedimientos en trámite, bajo 

la responsabilidad política, administrativa, civil y penal que la ley determine 

en cada caso.  

Artículo 5°, Dirección e impulso del proceso. Los Magistrados, cualquiera 

sea su rango, especialidad o denominación ejercen la dirección de los 
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procesos de su competencia y están obligados a impulsarlos de oficio, salvo 

reserva procesal expresa.  

Con este objeto tienen autoridad sobre todos los intervinientes en los 

procesos judiciales de su competencia, quienes les deben el respeto y las 

consideraciones inherentes a su función.  

  

Artículo 6°, Principios procesales en la administración de justicia. Todo 

proceso judicial, cualquiera sea su denominación o especialidad, debe ser 

sustanciado bajo los principios procesales de legalidad, inmediación, 

concentración, celeridad, preclusión, igualdad de las partes, oralidad y 

economía procesal, dentro de los límites de la normatividad que le sea 

aplicable.  

Artículo 7°, Tutela jurisdiccional y debido proceso. En el ejercicio y 

defensa de sus derechos, toda persona goza de la plena tutela jurisdiccional, 

con las garantías de un debido proceso.  

Es deber del Estado, facilitar el acceso a la administración de justicia, 

promoviendo y manteniendo condiciones de estructura y funcionamiento 

adecuados para tal propósito.  

 

Artículo 11°, Instancia Plural. Las resoluciones judiciales son susceptibles 

de revisión, con arreglo a ley, en una instancia superior.  La interposición de 

un medio de impugnación constituye un acto voluntario del justiciable.  

Lo resuelto en segunda instancia constituye cosa juzgada. Su impugnación 

sólo procede en los casos previstos en la ley.  

Artículo 12°, Motivación de resoluciones. Todas las resoluciones, con 

exclusión de las de mero trámite, son motivadas, bajo responsabilidad, con 

expresión de los fundamentos en que se sustentan. Esta disposición alcanza 

a los órganos jurisdiccionales de segunda instancia que absuelven el grado, 

en cuyo caso, la reproducción de los fundamentos de la resolución recurrida, 

no constituye motivación suficiente.  
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LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO.  D.L Nº052.   

  

Artículo 1°, Función. El Ministerio Público es el organismo autónomo del 

Estado que tiene como funciones principales la defensa de la legalidad, los 

derechos ciudadanos y los intereses públicos, la representación de la 

sociedad en juicio, para los efectos de defender a la familia, a los menores e 

incapaces y el interés social, así como para velar por la moral pública; la 

persecución del delito y la reparación civil. También velará por la prevención 

del delito dentro de las limitaciones que resultan de la presente ley y por la 

independencia de los órganos judiciales y la recta administración de justicia 

y las demás que le señalan la Constitución Política del Perú y el ordenamiento 

jurídico de la Nación.  

  

Artículo 5°, Autonomía funcional. Los Fiscales actúan 

independientemente en el ejercicio de sus atribuciones, las que 

desempeñarán según su propio criterio y en la forma que estimen más 

arreglada a los fines de su institución. Siendo un cuerpo jerárquicamente 

organizado deben sujetarse a las instrucciones que pudieren impartirles sus 

superiores.  

 

Artículo 11°, Titularidad de la acción penal del Ministerio Público. El 

Ministerio Público es el titular de la acción penal pública, la que ejercita de 

oficio, a instancia de la parte agraviada o por acción popular, si se trata de 

delito de comisión inmediata o de aquéllos contra los cuales la ley concede 

expresamente.  
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3.2 Doctrina 

 3.2.1 Sujeto de Delito 

Los sujetos del delito son personas que se encuentran conexas al

 momento de la consumación de un determinado tipo penal, por una

 parte, se tiene al sujeto activo quien es quien perpetra el crimen y la

 otra parte agraviada es denominada como sujeto pasivo, a quien le

 vulnerado un bien jurídico protegido. (Almanza & Peña, 2014, p. 82) 

 

 3.2.2 Objeto del Delito 

El objeto del delito, es el componente en el que incurre el ejercicio 

típico del agente, puesto que el objeto de la acción es el mecanismo 

de exteriorización, sobre el cual la acción típica incide materialmente, 

ya que en él se sintetizará la lesividad de intereses jurídicos 

plasmados en las disposiciones penales, que el legislador pretende 

amparar, bajo prevención. (Valderrama, 2021) 

 

 3.2.3 La Acción 

La acción se convierte en el componente significativo dentro de la

 hipótesis de irregularidad, puesto que se confirma inicialmente este 

componente, para comprobar si existe o no un delito. “Es un 

componente libre y de naturaleza deducida respecto de diferentes 

componentes de la teoría del delito; incluyendo el presupuesto 

esencial para la presencia de diferentes componentes del 

quebrantamiento legal y claramente su no presencia, implica la 

evitación de encuestar los componentes configurativos resultantes del 

delito” de esta manera, que el ejercicio de la acción, es el paso inicial 

para tener la opción de decidir si estamos frente a una responsabilidad 

penal. (Muñoz, 1989) 

 

 3.2.4 La Competencia 

La competencia es la facultad que necesitan los jueces para 
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ejercer la tutela en casos concretos. Se trata de una presunción 

procesal vinculada al órgano jurisdiccional, pues se espera de 

él la competencia para conocer de un caso y dictar sentencia, 

confirmando que "es el ámbito dentro del cual la Autoridad 

Designada tiene y puede verdaderamente ejercer su 

competencia". (García, 1976) 

 3.2.5 El imputado sujeto procesal 

El imputado es el individuo sobre quien recae la implicación de una

 demostración culposa o dolosa, la relación legítima gira en torno a 

este sujeto procesal, a pesar de que su presencia no es 

fundamental para el inicio y continuación del proceso, éste debe 

ser reconocido apropiadamente desde el instante de las pericias 

iniciales. Asimismo, deben conocerse sus generales de ley; en 

caso de negarse a dar dichos datos o hacerlo de forma 

deshonesta, se compromete la utilización de testigos u otros 

medios valiosos para constatar su personificación. (Sánchez, 

2009). 

 

 3.2.6 El agraviado sujeto procesal 

El agraviado es el individuo, en quien cae la manifestación 

perjudicial, regularmente es el individuo que experimenta la 

actividad del delincuente y aparece en el ciclo del transgresor 

como el lesionado bajo un determinado bien jurídico vulnerado; 

constituyéndose como la víctima del delito; por causa de una 

determinada comisión enmarcada en un tipo penal. (Martínez, 

1990) 

 

 

 3.2.7 La Acusación Fiscal 

La alegación acusatoria fiscal es la demostración Postulatoria del 

resguardo de la legalidad, donde el agente de la sociedad 
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(Ministerio Público) a través de la acusación funda su pretensión 

penal. (Sendra, 2012) 

  

 3.2.8 La Prueba Pericial 

  Es la que genera convicción en el administrador de justicia, puesto

  que, es realizado por una persona con la experticia profesional en

  llevar acabo un examen o análisis de una determinada prueba, “es

  comprendida como la declaración que auxilia al juez aunar sus

  conocimientos en determinados hechos o circunstancias” (Peláez,

  1973, p. 65) 

  

 3.2.9 El medio Impugnatorio 

Los medios de impugnación son instrumentos legítimos

 procesales solicitados en la normativa para incitar a un

 relevamiento agregado o a medias de los fines de la autoridad

 designada, que produzcan impactos lícitos para quienes se

 involucren en el proceso penal, (Escalante, 2016, p.140) 

 

 3.2.10 Estructura Proceso Común 

  A diferencia del Cód. de Procedimientos Penales, en el Nuevo

  Código Procesal Penal se tiene delimitadas y marcadas las tres

  fases que conforman su estructura procesal, las cuales inician con

  la investigación preparatoria, la que se encuentra a cargo del

  Ministerio Público, con las diligencias preliminares para formalizar

  la investigación penal; la etapa intermedia se encuentra a cargo

  del Juez de la Investigación Preparatoria, quien determinará si da

  paso al sobreseimiento o al requerimiento de la acusación; y el

  juicio oral, que comprende la etapa de juzgamiento, en el que se

  actúan y desarrollan las pruebas admitidas, los alegatos finales y

  se dicta la sentencia. (Oré & Loza, 2005, p.165) 
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3.3 Jurisprudencia 

 

3.3.1 Que la condena por el delito de tenencia ilícita de armas se encuentra

 fuera del ámbito de posibilidades en razón de que su utilización

 comprende la premisa de la situación particular de robo agravado

 objeto de condena. Se introduce una clara simultaneidad de normas,

 más aún en la remota posibilidad de que los imputados fueran

 atrapados mientras huían de la escena delictiva. Esta circunstancia

 presente, sea como fuere, no decide una pena menor en razón de que

 el modelo de penas asumiendo la presencia de una verdadera

 impugnación se contempla como sería la cuantía de las mismas. (RN

 3852-2013, Lima, 17/07/2014) 

 

3.3.2 “Respecto a la pretensión de la parte apelante de que no se ha

 acreditado la preexistencia del recurso en materia, comprende: Un

 componente del trato justo, y el supuesto de honradez obliga al tribunal

 a una adecuada actuación probatoria que subvierte la condición de

 inocencia que goza el acreditado; en nuestro conjunto general de

 leyes, la prueba está representada por el marco de evaluación jurídica

 correspondiente; en bondad de esto, el adjudicador tiene un arreglo de

 valoración de la forma de verificación, sin que éstos hayan sido

 repartidos en un valor prefijado”; de modo que, en todo caso, cuando

 no exista boleta, recibo o potencialmente constancia de pago que

 sustente cómo mucho la posesión del objeto, el juicio que se tiene es

 válido dando por acreditada la preexistencia del bien sustraído (...)

 (Expdte N° 0198-2005-HC/TC, 18/02/2005) 

 

3.3.3 con respecto a los testigos o declarantes que hayan afirmado

 indistintamente en las dos fases del proceso penal, en la medida en

 que la afirmación dada en la etapa de instrucción haya sido actuada

 con las garantías legalmente exigidas; circunstancia que se extiende
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 a las declaraciones en el mando central policial, dado que se sigue lo

 expresamente establecido en la norma habilitante aludiendo a la

 presencia del examinador y, en su caso, del abogado de defensa. El

 Tribunal no está obligado a aceptar la información revelada en la

 demostración oral, pero sí puede conceder más cualidad notoria o

 menos inquebrantable a cualquiera de tales proclamas, ya que puede

 resultar, por determinadas razones que, la Corte debe determinar en

 su totalidad, que ofrece una validez más destacada de lo anunciado

 en la etapa de instrucción que la información intercambiada

 posteriormente en el sumario oral, en la medida en que dicha

 declaración haya sido sometida en acto expreso a contradicción con

 las certificaciones de uniformidad, exposición y prontitud y refleja una

 credibilidad más notable: coherencia con los requisitos previos de

 legalidad y contradicción (...) (Recurso de Nulidad N° 3044-2004-Lima

 01/12/2004) 

 

3.3.4 con la normativa jurisprudencial, es importante que, sin perjuicio de la

 negativa consecuente y uniforme del imputado, la acreditación de la

 prexistencia de lo sustraído es fundamental, aún con medio probatorio

 testimonial, ya que la única imputación del siniestro, es inadecuada.

 De modo que, en el presente caso, sólo existe la declaración de la

 parte agraviada y una declaración jurada que es directa y unilateral;

 en consecuencia, no es apropiado para demostrar prexistencia. (RN

 2269-2019, Puno, 28/01/2021) 

 

3.3.5 (...) la hipótesis de autoridad de la realidad ha sido la más generalmente

 reconocida. Según esta hipótesis, el autor será la persona que tenga

 el control del hecho delictivo. Por otra parte, el partícipe será la

 persona que ayude a consumar el tipo penal, sin tener el dominio del

 hecho. Es importante señalar que el partícipe no tendrá su injusto

 propio, sino que su intercesión depende de la actividad del autor, a lo
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 que él concurre (…) (Casación N° 367-2011, Lambayeque) 

 

3.3.6 en cuanto a la responsabilidad limitada por la edad, a pesar de que el

 artículo 22°, segundo párrafo, del Código Penal dispone que la pena

 del agente que haya incurrido en el delito de robo agravado no podrá

 ser disminuida; en todo caso, cabe pensar que, como ha sostenido

 recientemente este alto tribunal “no puede aplicarse tal restricción por

 abusar de la directriz institucional, de trascendencia establecida, de

 equilibrio, la edad suficiente depende del límite penal rebajado

 sustento o elemento fundamental de la culpabilidad, no del mal

 cometido, por lo que como tal implica consolidar como norma

 interdictoria la exención de pena, un componente desacertado que

 opta por la ilicitud y, de esta manera, con una premisa imparcial no

 objetiva ni razonable que una democracia constitucional no puede

 aceptar. (R.N. 3283-2015, Junín, 22/02/2016) 

 

3.3.7 La Convención Americana de Derechos Humanos señala en su octavo

 artículo, que el investigado, procesado o imputado, tiene derecho a

 “defenderse personalmente o a ser asistido por un defensor de su

 elección y de comunicarse de forma privada y libre con el mismo”; en

 concordancia a ello, el artículo 139º, inciso 14; de la Constitución

 Política del Perú señala que toda individuo “tiene derecho a

 comunicarse por sí mismo con la defensa técnica de su elección y a

 ser asesorado por éste desde que es citado o detenido por cualquier

 autoridad” (Casación N.º 281-2011, Moquegua). 

 

3.3.8 “El derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales es una

 garantía procesal frente a una probable arbitrariedad de las Instancias

 de Mérito, que asegura la justificación de las resoluciones judiciales de

 forma objetiva proporcionado bajo el cumplimiento del ordenamiento

 jurídico adjetivo o sustantivo; (…)” (Casación N.º 833-2018, del Santa). 
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3.3.9 “Debe de realizarse una íntegra valoración de la prueba, lo cual implica

 evaluar las afirmaciones declarativas recabadas a nivel preliminar con

 las afirmaciones declarativas brindadas en sede judicial, más aún

 cuando las primeras han sido realizadas con el respeto de todas las

 garantías constitucionales del procesado (…)”. (Ejecutoria Suprema

 R.N 21342010-Lima, 19/10/2010). 

 

3.3.10 “En el caso del principio de la presunción de inocencia, el supuesto de

 honestidad obliga que para proclamar la obligación penal de un

 particular se requiera prueba adecuada de la acusación, obtenida y

 seguida con las debidas certificaciones procesales. En caso de duda

 sobre la responsabilidad penal, se debe resolver en aras de favorecer

 al imputado (…)” Expdte. 00156-2012PHC/TC, Lima). 
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4. DISCUSIÓN  

a) Conforme a lo dispuesto en el Código Adjetivo Penal, se tiene que, de 

lo actuado en el presente proceso penal, se siguió conforme al respeto 

de cada estadío correspondiente al Proceso Común, desde la 

investigación preliminar, investigación preparatoria, etapa intermedia, 

etapa de juzgamiento, hasta al momento de la invocación de última 

ratio en la etapa extraordinaria impugnatoria. En esa misma línea se 

vio plasmado el respeto de las garantías constitucionales del debido 

proceso, principio de pluralidad de instancia y el derecho a obtener 

resoluciones instituidas en derecho, por lo que se desprende que se 

respetó y se ejerció el Derecho a la Defensa de los procesados, puesto 

que, teniendo los mismos representación privada para su defensa 

técnica, resultando vaga tal defensa, puesto que, se invocó el recurso 

extraordinario de casación, para impugnar la valoración de los medios 

probatorios, lo cual solo corresponde a la instancia jurisdiccional del 

recurso ordinario de apelación. 

 

b) En tanto a los plazos establecidos en el cuerpo normativo adjetivo 

penal, estos se cumplieron con total fidelidad, desde el momento de 

consumación de los hechos delictivos, se procedió con la detención 

de los procesados, pasando de la diligencia preliminar al 

requerimiento de la prisión preventiva, imponiéndosele a cada uno de 

ellos 9 meses de prisión preventiva, y dada la variación del procesado 

Marc Antonio Romero Hijar, se dio paso a su inmediata liberación, sin 

embargo tras dos meses en libertad, se dicta sentencia condenatoria, 

por lo cual es recluido nuevamente con el descuento de los nueve 

meses de prisión efectiva, para la pena impuesta de 5 años, asimismo 

en la etapa intermedia, se dieron a conocer los plazos de subsanación 

por parte del magistrado penal, hacia el Ministerio Público para 

presentar debidamente la carpeta Fiscal y el Requerimiento de 
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Acusación. Finalmente, se actuó conforme a ley con los plazos para la 

etapa de juzgamiento y el estadío impugnatorio. 

 
c) El fiscal ante el segundo juzgado de investigación preparatoria de 

Huara, mediante Resolución N° 2, con fecha 03/08/2015, expuso los 

motivos suficientes para el requerimiento de Prisión Preventiva, con el 

concurso de los siguientes presupuestos materiales:  

 

• Graves y fundados elementos de convicción Dada la 

investigación preparatoria, se recabó una secuela documental 

que acredita los graves y fundados elementos de convicción 

intrínsecos al concurso ideal de delito contra el patrimonio, en 

la modalidad de Robo agravado, con el delito contra la 

Administración Pública, en la modalidad de Violencia y 

Resistencia contra la Autoridad; tales como el acta de 

intervención policial, acta de registro e incautación personal, 

declaración preliminar de los agraviados Rudecindo Albino 

Chávez Torres, como también de Ricardo Jesús Chávez 

Chávez y el Sub oficial de tercera Yossemir Pérez Loayza, el 

certificado médico legal N° 003347-L; declaraciones de 

testigos, pericias forenses, entre otras. 

• La prognosis de la pena: Conforme a la determinación de la 

pena propuesta por el Ministerio Público para el requerimiento 

de prisión preventiva, es que la pena máxima para el concurso 

ideal de delitos cometidos, superaban los 4 años de pena 

privativa de libertad, enmarcándose dentro del presupuesto 

para requerir el mismo. 

• Peligro de fuga u obstaculización Arraigo laboral: Dado que 

el Ministerio Público no presentó los documentos que 

acreditasen el peligro de fuga, la defensa técnica de los 

procesados, presentaron documentos que acreditaban el 
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arraigo familiar, laboral y domiciliario, sin embargo, el ministerio 

público señaló que ello no era suficiente, para probar que, no 

existía el peligro procesal al momento de consumado el delito. 

Gravedad de la pena: Dada la gravedad del delito consumado, 

la pena esperada es entre 12 a 20 años, predominándose de lo 

anterior, que se advierte, tal como lo establece el artículo 268° 

del código de estrategia penal, el juez al momento de resolver 

la necesidad de la compulsión individual “prisión preventiva”, 

advirtió que los presupuestos de la norma procesal penal son 

cumplidos, en proporción a la razonabilidad.  

 

d) Conforme a lo establecido en tanto a la función del representante del 

Ministerio Público y del Administrador de Justicia, es decir los jueces, 

encargados de dirigir los distintos estadíos procesales, se confirma 

que cargaron con la normatividad penal por delante, en tanto al fiel 

cumplimiento de sus funciones. 
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5. CONCLUSIONES 

a) De la revisión de los actuados seguidos en contra de los sentenciados 

Luis Martín Gómez Ferrer, Paul José Galiano Trinidad y Marco Antonio 

Romero Hijar, se tiene a considerar que el presente proceso fue 

conducido de acuerdo a las garantías constitucionales, enalteciendo el 

debido proceso, dado que cada estadío procesal se respetaron los 

garantías procesales y derechos de las partes, como seguridad de un 

justo juicio, concluyéndose en la sentencia condenatoria, dada la 

verificación y comprobación por parte los magistrados jurisdiccionales. 

 

b) Del presente proceso, se advierte que el proceso penal seguido en 

contra de los sentenciados Luis Martín Gómez Ferrer, Paul José 

Galiano Trinidad y Marco Antonio Romero Hijar, se realizó conforme 

a lo normativizado en el nuevo código procesal Penal, 

específicamente en el marco del D.L. N° 957 (Proceso Común), al 

haberse perfeccionado acorde a sus etapas procesales.  

 

c) En el presente proceso penal seguido en contra de los sentenciados Luis 

Martín Gómez Ferrer, Paul José Galiano Trinidad y Marco Antonio 

Romero Hijar, por el concurso ideal de delito contra el patrimonio - robo 

agravado, con el delito contra la administración pública – violencia y 

resistencia contra la autoridad; se concluyó en corroborar la responsabilidad 

de los sujetos, en consonancia a la declaración preliminar de los agraviados 

y testigos del hecho típico, aunándose los medios probatorios del proceso, 

motivo por el cual, el órgano jurisdiccional tuvo la certeza de su 

responsabilidad penal.  
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VII. PLAN DE ACTIVIDADES Y CRONOGRAMA 

  

ACTIVIDAD 
2022 

Jul Ago Set Oct Nov 

1. Selección del Expediente Civil o 
Penal 

X     

2. Revisión Bibliográfica X     

3. Revisión y corrección del trabajo de 
Suficiencia Profesional 

 X    

4. Recopilación de la información   X   

5. Entrega del Trabajo de Suficiencia 
Profesional 

   X  

6. Correcciones    X  

7. Presentación y sustentación      
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